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Capítulo segundo

DOS ASAMBLEAS PARA UN DISTRITO FEDERAL

Introducción

El presente capítulo lo dedicaremos al análisis de las dos asambleas que pre-
cedieron al actual Congreso de la Ciudad de México. Conoceremos su inte-
gración, funciones y forma de trabajo; asimismo, destacaremos algunas de las 
normas que consideramos de mayor importancia; todo ello, con la intención 
de evidenciar sus similitudes y diferencias. Confrontaremos en los temas que 
consideremos pertinentes, sus leyes orgánicas.

Primera parte

I. La Asamblea de Representantes 
del Distrito Federal

1. La reforma constitucional de 1987. Creación 
del primer órgano de representación ciudadana 
para el Distrito Federal

Como señalábamos en el capítulo que antecede, la Asamblea de Represen-
tantes del Distrito Federal surge a la vida constitucional y legal del Estado 
mexicano con motivo de la reforma a diversos preceptos constitucionales 
el 10 de agosto de 1987.19 Por virtud de dicho conjunto de modificaciones 

19		  Desde antes venían haciéndose propuestas para la creación de un órgano de repre-
sentación, como un Congreso; el destacado jurista Ignacio Burgoa lo propuso en 1982. “La 
reestructuración constitucional del Distrito Federal”, Problemas Jurídicos de México, Novena 
Asamblea Ordinaria, Acapulco, Guerrero, 1982, pp. 223-230. Su propuesta era que el Dis-
trito Federal “…debe tener un Congreso propio integrado por diputados elegibles por sus 
ciudadanos en forma directa bajo los sistemas de mayoría relativa y representación propor-
cional, con el objeto de que funcione como asamblea pluripartidista y pluriideológica…”. 
También puede verse la propuesta de Asamblea Cívica y de asambleas cívicas delegacionales 

Libro completo en https://tinyurl.com/yc6pjnuy
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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constitucionales, se reformó el artículo 73 constitucional, que concentra las 
facultades del Congreso de la Unión para consagrar que éste tendrá facul-
tades para legislar en materia del Distrito Federal conforme a seis bases;20 la 
primera de estas bases señalaba que el gobierno del Distrito Federal estaría 
a cargo del presidente de la República, quien lo ejercería por conducto del 
órgano u órganos que determinara la ley respectiva.21

Por otra parte, la segunda base establecía una reserva en favor de la 
Ley Orgánica, a la que correspondería establecer “los medios para la des-
centralización y desconcentración de la administración para mejorar la 
calidad de vida de los habitantes del Distrito Federal, incrementando el 
nivel de bienestar social, ordenando la convivencia comunitaria y el espa-
cio urbano y propiciando el desarrollo económico, social y cultural de la 
entidad”.

La base tercera es la que más nos interesa para el tema que aquí aborda-
mos, por ser ésta en la que se crea la Asamblea de Representantes como un 
órgano de representación ciudadana, que se integra por 66 representantes, 
de los cuales cuarenta serían electos según el principio de votación mayo-
ritaria relativa, mediante el sistema de distritos electorales uninominales, y 
los otros veintiséis se elegirían según el principio de representación propor-
cional, mediante el sistema de listas votadas en una circunscripción pluri-
nominal.22 A partir de dicha integración, el Constituyente Permanente irá 
diseñando con más precisión la fisonomía de la Asamblea.

Los representantes a la Asamblea del Distrito Federal eran electos 
cada tres años, y por cada propietario se elegía un suplente; para su elec-
ción se exigirían los mismos requisitos que para ser diputado federal. Los 

como órganos de carácter consultivo y de opinión. Gutiérrez Salazar, Sergio Elías y Solís 
Acero, Felipe, Gobierno y administración del Distrito Federal, México, INAP, 1985, pp. 141-146.

20		  Burgoa criticaba el doble carácter que tenía el Congreso de la Unión en materia 
legislativa del Distrito Federal, pues “propicia el fenómeno de que la legislación del Distrito 
Federal provenga de un órgano que no se compone exclusivamente por representantes de su 
población, o sea, del núcleo humano demográficamente más denso del país, sino de diputa-
dos y senadores procedentes de los estados de la República. El Congreso de la Unión… al 
actuar como legislatura del Distrito Federal (hace) que no tenga representatividad política 
de su población…”. Cfr. “La reestructuración constitucional del Distrito Federal”, Problemas 
Jurídicos de México, cit., p. 225.

21		  Sobre el tema puede verse Rebolledo Gout, Juan, “La Asamblea de Representantes 
del Distrito Federal”, El cambio a través del derecho. Jornadas jurídicas nacionales, México, Miguel 
Ángel Porrúa, 1987, pp. 97-104.

22		  Béjar A., Luisa, “El largo camino hasta la Asamblea de Representantes del Distrito 
Federal”, Asamblea. Órgano de Difusión de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, Primera 
Legislatura, vol. 1, núm. 1, 15 nov-28 feb, s/a, pp. 30-34.
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primeros representantes23 de la Asamblea se eligieron en el mismo procedi-
miento electoral en el que se sufragó por los diputados federales que inte-
grarían la LIV Legislatura del Congreso de la Unión. La calificación de los 
representantes se llevaría a cabo mediante un mecanismo muy propio de la 
época el Colegio Electoral,24 que se integraba, según señalaba la Constitu-
ción, por todos los presuntos representantes, y sus resoluciones eran defini-
tivas e inatacables.

Para el funcionamiento de la Asamblea de Representantes serían apli-
cables diversos artículos relativos a la regulación de la Cámara de Diputa-
dos; especialmente para los debates de la Asamblea de Representantes del 
Distrito Federal, se aplicaría todo lo dispuesto en el Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, 
según lo establecía el artículo sexto transitorio.

El Constituyente Permanente, que prácticamente legisló en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, estableció, en dicha base 
tercera, como facultades de la Asamblea de Representantes las siguientes:

A) Dictar bandos, ordenanzas y reglamentos de policía y buen gobierno que, sin con-
travenir lo dispuesto por las leyes y decretos expedidos por el Congreso de 
la Unión para el Distrito Federal, tengan por objeto atender las necesidades 
que se manifiesten entre los habitantes del propio Distrito Federal, en mate-
ria de: educación, salud y asistencia social; abasto y distribución de alimentos, mercados 
y rastros; establecimientos mercantiles; comercio en la vía pública; recreación, espectáculos 
públicos y deporte; seguridad pública; protección civil; servicios auxiliares a la adminis-
tración de justicia; prevención y readaptación social; uso del suelo; regularización de la 
tenencia de la tierra, establecimiento de reservas territoriales y vivienda; preservación del 
medio ambiente y protección ecológica: explotación de minas de arena y materiales pétreos; 
construcciones y edificaciones; agua y drenaje; recolección, disposición y tratamiento de 
basura; tratamiento de aguas; racionalización y seguridad en el uso de energéticos; via-
lidad y tránsito; transporte y estacionamientos; alumbrado público; parques y jardines; 
agencias funerarias, cementerios y servicios conexos; fomento económico y protección al 

23		  Es oportuno señalar que la primera Asamblea de Representantes del Distrito Federal 
contó con representantes de un alto nivel académico y de experiencia administrativa y polí-
tica, situación que contribuyó a que este órgano adquiriera rápidamente carta de naturaliza-
ción en el entorno político mexicano, convirtiéndose en un foro que propició la concertación 
y el consenso. Dicha Asamblea llenó un espacio político de primer orden en el Distrito Fede-
ral. Véase Trejo Hernández, Miguel; Cedillo Hernández, Ángel y Jiménez, Francisco Javier, 
Perfiles y semblanza política de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, México, Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal, 1991.

24		  Sobre el particular, puede verse nuestro libro Derecho parlamentario y procesal parlamentario, 
México, UNAM-Porrúa, 2023, pp. 105-108.



24 CECILIA MORA-DONATTO

empleo; desarrollo agropecuario; turismo y servicios de alojamiento; trabajo no asalariado 
y previsión social; y acción cultural;25

B) Proponer al presidente de la República la atención de problemas priorita-
rios, a efecto de que tomando en cuenta la previsión de ingresos y el gasto público, los consi-
dere en el proyecto de presupuesto de egresos del Distrito Federal, que envíe a la Cámara 
de Diputados del Congreso de la Unión;

C) Recibir los informes trimestrales que deberá presentar la autoridad administrativa del 
Distrito Federal, sobre la ejecución y cumplimiento de los presupuestos y programas apro-
bados, y elaborar un informe anual para analizar la congruencia entre el gasto autorizado 
y el realizado, por partidas y programas, que votado por el Pleno de la Asamblea remitirá 
a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, para ser considerado 
durante la revisión de la Cuenta Pública del Distrito Federal;

D) Citar a los servidores públicos que se determinen en la ley correspondiente, 
para que informen a la Asamblea sobre el desarrollo de los servicios y la ejecución de las 
obras encomendadas al gobierno del Distrito Federal;

E) Convocar a consulta pública sobre cualquiera de los temas mencionados 
en la presente base, y determinar el contenido de la convocatoria respectiva;

F) Formular las peticiones que acuerde el Pleno de la Asamblea, a las autori-
dades administrativas competentes, para la solución de los problemas que planteen 
sus miembros, como resultado de su acción de gestoría ciudadana;

G) Analizar los informes semestrales que deberán presentar los representantes que la inte-
gren, para que el Pleno de la Asamblea tome las medidas que correspondan dentro 
del ámbito de sus facultades de consulta, promoción, gestoría y supervisión;

H) Aprobar los nombramientos de magistrados del Tribunal superior de Justicia, que 
haga el presidente de la República;

I) Expedir, sin intervención de ningún otro órgano, el Reglamento para su 
Gobierno Interior, y

J) Iniciar ante el Congreso de la Unión, leyes o decretos en materias relativas al Distrito 
Federal.

Las iniciativas que la Asamblea de Representantes presente ante alguna de 
las cámaras del Congreso de la Unión, pasarán desde luego a comisión para 
su estudio y dictamen.

Los bandos, ordenanzas y reglamentos que expida la Asamblea del Dis-
trito Federal en ejercicio de la facultad a que se refiere el inciso A) de la 
presente base, se remitirán al órgano que señale la Ley para su publicación 
inmediata.26

25		  Cabe señalar que la facultad de iniciativa para el ejercicio de estas competencias de la 
Asamblea correspondía a los miembros de la propia Asamblea y a los representantes de los 
vecinos organizados en los términos que señalaba la ley correspondiente.

26		  Cortés García-Granados, Jaime, “La participación ciudadana en el Gobierno del Dis-
trito Federal. Síntesis del Decreto que crea la Asamblea de Representantes del Distrito Fede-
ral”, Teoría y Praxis Administrativa, vol. I, núm. 3, julio-septiembre, 1987, Instituto Nacional de 
Administración Pública de Nuevo León, pp. 149-153.
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De la lectura de las facultades que el Constituyente Permanente otorgó 
a la Asamblea de Representantes no es fácil circunscribir a todas dentro del 
ámbito de las competencias que generalmente se le otorgan al resto de los 
congresos de los estados de la República; sus facultades se parecen más a 
las tareas de administración propias de un municipio y su cabildo. De ahí 
tal vez el nombre que eligió el Constituyente Permanente de “Asamblea 
de Representantes”, pues en estricto sentido no se trataba de un Congreso 
local, ya que en realidad la facultad de legislar en materias relativas al Dis-
trito Federal la conservó la Cámara de Diputados, aunque la Asamblea de 
Representantes contaba con la facultad de iniciativa ante las cámaras del 
Congreso de la Unión, en materias relativas al Distrito Federal.

Poseía, también, la facultad de autonormarse, propia de los congresos; 
es decir, de expedir su reglamento interno de gobierno sin la intervención 
de otro poder. Podía solicitar comparecencias de servidores públicos y par-
ticipaba en la aprobación de magistrados del Tribunal Superior de Justicia, 
facultades que, con regularidad, también se atribuyen a los Congresos. Pero, 
por otro lado, tenía la facultad de convocar a consultas públicas.

A nuestro juicio, se trató de una asamblea que ejerció una labor de re-
presentación limitada, desarrolló labores de gestoría y escasa supervisión 
del gobierno del Distrito Federal, cuya principal función era la de dictar 
bandos, ordenanzas y reglamentos de policía y buen gobierno.27 Fue, en 
suma, por decir lo menos, una asamblea sui géneris; pero, sin la menor 
duda, constituyó el avance más significativo en su época para el proceso de 
representación que fue sufriendo el Distrito Federal.28

Como si se tratara de un Congreso local, que no lo era, según hemos 
afirmado, el Constituyente Permanente estableció que la Asamblea de Re-

27		  “…la primera Asamblea de Representantes del D. F. (ARDF) de 1987-1988, le dio 
sentido al pluralismo de intereses, pero estuvo muy lejos de poder intervenir en la distribu-
ción de recursos; los recursos económicos estaban determinados por el Congreso del Presi-
dente y bajo la administración del regente de la Ciudad de México”. Larrosa Haro, Manuel, 
“Las transformaciones del gobierno local del Distrito Federal. De la liberalización política a 
la democratización: 1977-2004”, en Attili, Antonella (coord.), Treinta años de cambios políticos 
en México, México, UAM, Iztapalapa-Cámara de Diputados, Conocer para Decidir, 2006, 
p. 129. Una opinión similar la encontramos en Wirth, Clifford J., Democracy in Mexico’s capital: 
la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, El Colegio de México, s.p.i., 1992, p. 28, cuando 
afirma que “Thus the creation of  ARDF can be viewed as a mechanism for avoiding the issues of  equity 
and substantive democracy in metropolitan Mexico City”; esto es, que la creación de dicha asamblea 
puede verse como un mecanismo para evitar los problemas de equidad y democracia sustan-
tiva en la zona metropolitana de la Ciudad de México (traducción propia).

28		  Brasdefer Hernández, Gloria, “Primera Asamblea de Representantes del Distrito Fe-
deral”, Teoría y Praxis Administrativa, vol. IV, núm. 14, 15 y 16, abril-diciembre, 1990, Instituto 
Nacional de Administración Pública de Nuevo León, pp. 43-49.
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presentantes tendría dos periodos ordinarios de trabajo, a saber: el primero 
a partir del 15 de noviembre de cada año, que podría prolongarse hasta el 
15 de enero del año siguiente, y a partir del 16 de abril de cada año, para 
celebrar un segundo periodo de sesiones ordinarias, que podía prolongarse 
hasta el 15 de julio del mismo año.

Un dato que merece comentarse es que la reforma constitucional no 
crea una comisión o diputación permanente para el caso de los recesos; sólo 
señaló que, durante éstos, la Asamblea podía celebrar sesiones extraordi-
narias para atender los asuntos urgentes para los cuales fuera convocada, a 
petición de la mayoría de sus integrantes o del presidente de la República. 
No fue hasta la promulgación de la Ley Orgánica cuando se señaló que la 
Asamblea de Representantes, durante los recesos, estaría representada por 
la Comisión de Gobierno, la cual podía convocar a sesiones extraordinarias, 
a petición del presidente de la República o mediante excitativa de la mitad 
más uno de los representantes que la integran. En ambos casos debería pre-
cisarse, por escrito, el asunto o asuntos que resolvería el Pleno de la Asam-
blea y las razones que justificaran la convocatoria.

Otros rasgos que la asimilan a un Congreso local que consagró la ci-
tada reforma constitucional fue que a la apertura del segundo periodo de 
sesiones ordinarias de la Asamblea de Representantes asistiría la autoridad 
designada por el presidente de la República, para presentar un informe 
por escrito en el que manifieste el estado que guarda la administración del 
Distrito Federal. Asimismo, se les otorgó inviolabilidad a sus integrantes 
respecto a las opiniones que manifiesten en el desempeño de sus cargos, y 
también la obligación a cargo del presidente de la Asamblea, al que le co-
rrespondería velar por el respeto al fuero constitucional de sus miembros y 
por la inviolabilidad del recinto donde se reúnan a sesionar. Adicionalmen-
te, se reconoció a los integrantes de la Asamblea de Representantes, dentro 
de los servidores públicos que tendrían una remuneración adecuada e irre-
nunciable por el desempeño de su función, empleo, cargo o comisión que 
se determinaría anual y equitativamente en los presupuestos de egresos de 
la Federación y del Distrito Federal o en los presupuestos de las entidades 
paraestatales, según correspondiera.

Otro aspecto importante fue que en materia de responsabilidades los 
integrantes de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal estarían 
sujetos a lo dispuesto por el título cuarto de la Constitución federal y su ley 
reglamentaria.29

29		  Por aquellos años, el artículo 110 señalaba que serían sujetos de juicio político los 
senadores y diputados al Congreso de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, los secretarios de despacho, los jefes de departamento administrati-
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Con la finalidad de fomentar una mayor participación en el Distrito 
Federal, se estableció una reserva de ley para regular medios y mecanismos 
de participación ciudadana que fomenten la oportuna gestión y la continua 
supervisión de la acción del gobierno del Distrito Federal, con la finalidad 
de satisfacer los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos y mejorar 
la utilización y aplicación de los recursos disponibles; pero de manera parti-
cular se consagró en la Constitución federal el derecho de iniciativa popular 
respecto de las materias competencia de la Asamblea.

Toda iniciativa de esta naturaleza debía ser formalmente presentada 
por un mínimo de diez mil ciudadanos debidamente identificados, para ser 
turnada a comisión y dictaminar, dentro del respectivo periodo de sesiones 
o en el inmediato siguiente, en los términos que señale el Reglamento para 
el Gobierno Interior de la Asamblea. Durante la década de los ochenta, el 
Distrito Federal osciló entre ocho y diez millones de habitantes, con lo cual 
la facultad de iniciativa recaía más o menos en el 10% de los ciudadanos 
de la capital.30

El Constituyente Permanente reguló en la base quinta, todo lo relati-
vo al Poder Judicial del Distrito Federal; lo relevante para nuestro tema es 
señalar que los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior 
de Justicia presentados por el presidente de la República se someterían a 
la aprobación de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, otra 
facultad similar a la que ejercen los congresos en las entidades federativas.

vo; los representantes a la Asamblea del Distrito Federal, el titular del órgano u órganos 
de gobierno del Distrito Federal, el procurador general de la República, el procurador 
general de Justicia del Distrito Federal, los magistrados de circuito y jueces de distrito, 
los magistrados y jueces de fuero común del Distrito Federal, los directores generales o 
sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de participación estatal ma-
yoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos; el artículo 
111 señalaba: para proceder penalmente contra los diputados y senadores al Congreso 
de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los secretarios de 
Despacho, los jefes de Departamento Administrativo, los representantes a la Asamblea 
del Distrito Federal, el titular del órgano de gobierno del Distrito Federal, el procurador 
general de la República y el procurador general de Justicia del Distrito Federal, por la 
comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará 
por mayoría absoluta de sus miembros presentes en sesión, si hay o no lugar a proceder 
contra el inculpado. Ambos preceptos formaban, y actualmente es igual, parte del aludi-
do título cuarto de la Constitución.

30		  Tal vez esta regulación fue la que impidió que la misma se aplicara. Véase González 
Fernández, José Antonio, “Las competencias legislativas locales del Congreso de la Unión y 
la Asamblea de Representantes del Distrito Federal”, Los grandes problemas jurídicos. Recomen-
daciones y propuestas. Estudios Jurídicos en Memoria de José Francisco Ruiz Massieu, México, Porrúa, 
1995, pp. 111-147.
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De esta manera, el poder reformador de la Constitución creó por pri-
mera vez un órgano de representación sui géneris para el Distrito Federal. 
La Asamblea de Representantes del Distrito Federal subsistiría hasta 1997, 
desarrollando sus funciones durante tres legislaturas, a saber: la Primera 
Legislatura funcionaría de 1988 a 1991; la Segunda Legislatura duraría de 
1991 a 1994, y, finalmente, la Tercera Legislatura abarcaría de 1994 a 1997.

2. La Ley Orgánica y el Reglamento Interior 
que regularon las funciones de la primera 
Asamblea de Representantes

Durante esos nueve años (1988-1997), el órgano de representación del 
Distrito Federal desarrollaría diversas funciones y experimentaría variadas 
reformas. Como resultaba indispensable, la Asamblea31 requería expedir las 
normas que darían sustento a las facultades que constitucionalmente se le 
habían concedido; con tal motivo, publicó en el Diario Oficial de la Federación 
dos instrumentos fundamentales para su existencia; el 2 de febrero de 1988 
expidió su primera Ley Orgánica, y el 18 de julio 1989, el primer Regla-
mento para el Gobierno Interior de la Asamblea de Representantes del Dis-
trito Federal. En este apartado analizaremos los dos anteriores ordenamien-
tos centrándonos fundamentalmente en la parte organizativa y funcional 
de esta Asamblea, de tal manera que nos permita ver cómo se fue dando su 
proceso evolutivo.

La primera Ley Orgánica de la Asamblea de Representantes fue una ley 
de sesenta artículos y seis artículos transitorios, que se dividía en el mismo 
número de capítulos, cuyos títulos eran: capítulo I. Disposiciones generales; 
capítulo II. De la naturaleza y atribuciones de la Asamblea de Represen-
tantes del Distrito Federal; capítulo III. De la elección e instalación de la 
Asamblea; capítulo IV. De la organización de la Asamblea; capítulo V. De 
la elaboración de bandos, ordenanzas y reglamentos de policía y buen go-
bierno; capítulo VI. De las funciones de gestoría ciudadana.

31		  Con el nacimiento de este órgano político de carácter representativo se inicia la etapa 
de mediación de un interlocutor institucional entre la ciudadanía, los grupos sociales orga-
nizados, los partidos políticos y la administración gubernamental de la ciudad en manos del 
Poder Ejecutivo; se trató del primer eslabón del cambio para sustituir la relación corporativa 
de las organizaciones políticas locales del Distrito Federal como el Partido Revolucionario Ins-
titucional, y también las relaciones de las organizaciones vecinales con la estructura regente-
delegados políticos, en la que el presidente de la República fungía como árbitro supremo en 
las relaciones de poder en el centro autoritario del sistema político mexicano. Véase Larrosa 
Haro, Manuel, “Las transformaciones del gobierno local del Distrito Federal”, cit., p. 128.
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Por su parte, el Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal contenía 142 artículos y tres transitorios, 
dividido en disposiciones preliminares y siete títulos, a saber: título primero. 
De la composición y periodos de sesiones. Título segundo. De la calificación 
de la elección de los representantes y de la instalación de la Asamblea. Títu-
lo tercero. Del Estatuto de los Representantes. Título cuarto. De los grupos 
partidistas. Título quinto. De la organización de la Asamblea, que contenía 
los siguientes cuatro capítulos: I. De los órganos de la Asamblea. II. De los 
órganos de dirección. III. De los órganos de trabajo. IV. De los órganos 
técnico-administrativos. Título sexto. Del funcionamiento de la Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal, que se integraba por los siguientes 
seis capítulos: I. Programación de los trabajos. II. De las sesiones plenarias. 
III. Del orden del día. IV. De los debates y discusiones. V. De las votacio-
nes. VI. De la asistencia al salón de sesiones y del Diario de Debates.

3. Ámbito de competencia de la Asamblea de Representantes

La Ley Orgánica de la Asamblea, después de señalar que estábamos fren-
te a un órgano de representación ciudadana que se integraba por 66 repre-
sentantes, y de advertir que se trataba de una norma que reglamentaba la 
base 3a. de la fracción VI del artículo 73 de la Constitución federal, y que for-
maba parte de la normatividad que regía el actuar de la Asamblea de Repre-
sentantes junto a la Constitución y el Reglamento para su Gobierno Interior, 
consagraba que dicho órgano tenía funciones de consulta, promoción, ges-
toría, evaluación y supervisión de las acciones administrativas y de gobierno 
encaminadas a satisfacer las necesidades sociales de la población del Distrito 
Federal. Como afirma Wirth, Clifford J., la ARDF fue un foro visible para el 
escrutinio público, el debate, la presión de los grupos de interés y la solución 
de cuestiones relacionadas con la democracia procesal y sustantiva.32

Para tales efectos, la Ley Orgánica señaló que la Asamblea tendría 
facultades para dictar los bandos, ordenanzas y reglamentos de policía y 
buen gobierno, para el Distrito Federal, en la siguientes materias: I. Edu-
cación; II. Salud y asistencia social; III. Abasto y distribución de alimentos, 
mercados y rastros; IV. Establecimientos mercantiles; V. Comercio en la 
vía pública; VI. Recreación, espectáculos públicos y deporte; VII. Segu-

32		  Democracy in Mexico’s capital: la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, op. cit., p. 23. 
(traducción propia) La cita en inglés reza así: “The ARDF has provided visible forum for 
public scrutiny, debate, interest group pressure, and resolution of  issues concerning both 
procedural and substantive democracy”.
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ridad pública; VIII. Protección civil; IX. Servicios auxiliares a la admi-
nistración de justicia; X. Prevención y readaptación social; XI. Uso del 
suelo; XII. Regularización de la tenencia de la tierra, establecimiento de 
reservas territoriales y vivienda; XIII. Preservación del medio ambiente y 
protección ecológica; XIV. Explotación de minas de arenas y materiales pé-
treos; XV. Construcciones y edificaciones; XVI. Agua y drenaje; XVII. Re- 
colección, disposición y tratamiento de basura; XVIII. Tratamiento de 
aguas; XIX. Racionalización y seguridad en el uso de energéticos; XX. Via- 
lidad y tránsito; XXI. Transporte urbano y estacionamientos; XXII. Alum-
brado público; XXIII. Parques y jardines; XXIV. Agencias funerarias, ce-
menterios y servicios conexos; XXV. Fomento económico y protección al 
empleo; XXVI. Desarrollo agropecuario; XXVII. Turismo y servicios de alo-
jamiento; XXVIII. Trabajo no asalariado y previsión social, y XXIX. Acción 
cultural.

De manera específica, dicha Ley establecía, en los artículos 9 y 10, 
las facultades que la Asamblea tendría en materia de promoción y ges-
toría, así como participación ciudadana, respectivamente; de las prime-
ras destacaban las siguientes: proponer al presidente de la República, 
por conducto del titular del órgano de Gobierno del Distrito Federal, la 
atención de problemas prioritarios, a efecto de que, tomando en cuenta 
la previsión de ingresos y los programas que se habían de realizar, se con-
sideraran en el proyecto de Presupuesto de Egresos del Distrito Federal, 
además de analizar los informes semestrales que tenían que presentar sus 
miembros, con la finalidad de que el Pleno tomara las medidas corres-
pondientes dentro del ámbito de sus facultades de consulta, promoción, 
gestoría y supervisión.

Por lo que hace a la participación ciudadana, destacan las siguientes 
funciones: convocar y publicar los resultados de la consulta pública sobre 
las materias de su competencia y determinar las bases a las que estará 
sujeta la consulta y dar a conocer las acciones que, con esa base en ésta, 
llevara a cabo la Asamblea; establecer los medios y mecanismos necesa-
rios para mantener una constante comunicación con sus representados, 
así como orientar a los habitantes del Distrito Federal acerca de los me-
dios jurídicos y administrativos de que pueden disponer para hacer valer 
sus derechos ante las autoridades y conocer el régimen jurídico del uso y 
destino del suelo, así como los requisitos y procedimientos para presentar 
iniciativas populares.

En materia de supervisión de la administración pública del Distrito 
Federal, correspondía a la Asamblea de Representantes atender las peti-
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ciones y quejas que formularan los habitantes respecto del cumplimiento, 
por las unidades centrales, los órganos desconcentrados y las entidades 
paraestatales del Distrito Federal, de sus obligaciones el ámbito administra-
tivo, de obras y servicios.

Dos funciones que a nuestro juicio han sido importantes son la facultad 
de legislar de una manera sui géneris —como veremos a continuación— y 
otras facultades en el ámbito de control presupuestal. Por lo que toca a la 
primera de estas facultades, correspondía a la Asamblea de Representantes 
iniciar, con acuerdo del Pleno, ante el Congreso de la Unión, las leyes o 
decretos exclusivamente en materias relativas al Distrito Federal; cualquier 
representante solo o en grupo podía presentar a la Asamblea propuestas de 
leyes o decretos, las cuales se turnaban a las comisiones de la propia asam-
blea para ser dictaminadas y presentadas ante el Pleno, para que, en su caso, 
acordaran su envío al Congreso de la Unión. Este era el sencillo mecanismo 
de participación de la Asamblea de Representantes en la creación legislativa 
del Distrito Federal, que deja claro que la facultad legislativa estaba en el 
ámbito del Congreso de la Unión.

En el aspecto presupuestario, resulta notable observar cómo el Consti-
tuyente Permanente dotó a la Asamblea de Representantes, de la facultad 
para vigilar la administración presupuestal y contable del Distrito Federal, y 
en este mismo ámbito también merece destacarse que la Cámara de Dipu-
tados, una vez discutida la cuenta pública del Distrito Federal, la haría del 
conocimiento de la Asamblea junto con las consecuencias que derivaran de 
sus observaciones. Este tipo de facultades no deben desvincularse de la posi-
bilidad que la Ley Orgánica le otorgaba a la Asamblea para citar a diversos 
servidores públicos, como veremos a continuación.

Posibilitar que la Asamblea llame a comparecer a determinados ser-
vidores públicos deja entrever una especie, incipiente, de control parla-
mentario, ya que la Ley le permite, si así se aprueba por este órgano re-
presentativo, citar a los titulares de las unidades centralizadas, órganos 
desconcentrados y entidades paraestatales, del Distrito Federal cuando se 
encuentre en estudio una iniciativa para la expedición o reforma de un 
ordenamiento relacionado con la competencia específica del servidor pú-
blico que deba comparecer, y cuando exista la necesidad de conocer infor-
mación sobre el desarrollo de los servicios públicos o la ejecución de obras 
correspondientes al ámbito de competencia del servidor público que sea 
citado. La solicitud de comparecencia se presentaría al titular del órgano 
de gobierno del Distrito Federal.
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4. Órganos internos de la Asamblea

Para la realización de las anteriores funciones, la Asamblea de Represen-
tante contaría, como señalaba el artículo 33 del Reglamento para el Gobier-
no Interior, con órganos de dirección, de trabajo y técnico-administrtativos; 
dentro de los primeros encontramos a la Mesa Directiva y a la Comisión de 
Gobierno. En el segundo caso estarán fundamentalmente las comisiones y 
los comités. Como órganos técnico-administrativos encontraríamos la Ofi-
cialía Mayor y la Tesorería, la Dirección de Comunicación Social y el Cen-
tro de Informática y Documentación. Éstos serían los principales órganos 
internos que se encargarían de dar cauce a los trabajos de la Asamblea.

Veamos a continuación, tomando como base el Reglamento para el Go-
bierno Interior, cómo se integraban y cuáles eran las principales funciones 
de los órganos de dirección y trabajo, ya que son éstos en los que principal-
mente recaía el trabajo deliberativo y de representación y los que conside-
ramos de mayor interés para los objetivos de esta investigación.

5. Comisión de Gobierno y Mesa Directiva

A los órganos de dirección les corresponde el gobierno de la Asamblea y 
la representación ante todo género de autoridades. La Comisión de Gobier-
no se integraba por siete representantes electos por el voto mayoritario del 
Pleno, y elegiría, de entre sus miembros, a un presidente y a un secretario. 
En las sesiones de dicha Comisión participarían con voz, los coordinado-
res de los grupos partidistas que no formaran parte de esta; a la Comisión, 
como su nombre lo indica, le correspondía el gobierno de la Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal.

Por otra parte, la Mesa Directiva33 se constituía como órgano de direc-
ción de la Asamblea representativa, y su integración debía reflejar la com-
posición plural de ésta y estaría compuesta por un presidente, cuatro vice-
presidentes, dos secretarios, y dos protosecretarios. Dicho órgano se elegiría 
mensualmente, dentro de los meses comprendidos para la celebración de los 
periodos de sesiones ordinarios o extraordinarios.34

33		  La integración de las primeras mesas directivas puede verse en Trejo Hernández, 
Miguel, Cedillo Hernández Ángel y Jiménez Francisco Javier, Perfiles y semblanza política de la 
Asamblea de Representantes del Distrito Federal…, cit., pp. 84-94.

34		  Si durante el periodo de sesiones hubiera sesiones solemnes, éstas serían presididas 
por la misma Mesa Directiva.
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Todas las resoluciones de la Asamblea se asumirían por mayoría de vo-
tos de los representantes, y las votaciones para elegir a algún representante 
que desempeñara un cargo en la Asamblea de Representantes del Distrito 
Federal se realizarían por medio de cédulas.35

A la Mesa Directiva correspondía, bajo la autoridad de su presidente, 
preservar la libertad de las deliberaciones, cuidar la efectividad de los tra-
bajos y aplicar, con imparcialidad, las normas y acuerdos que regían a la 
Asamblea de Representantes. Trece fueron las funciones que el artículo 40 
del Reglamento, que venimos analizando, le estableció al presidente de la 
Mesa, entre las que destacan: coordinar la acción de la Mesa Directiva y os-
tentar la representación oficial de la Asamblea; asumir todas las decisiones 
y medidas tendentes a garantizar la organización del trabajo de las sesio-
nes del Pleno; programar, en consulta con la Comisión de Gobierno y los 
coordinadores de los grupos partidistas, el desarrollo de las sesiones y fijar el 
calendario de actividades del Pleno y en conjunto con la mencionada Co-
misión, el orden del día de las sesiones; abrir y clausurar las sesiones del Ple-
no, así como prorrogarlas y suspenderlas por causa justificada; conducir los 
debates y deliberaciones cuidando la eficacia de los trabajos y la dignidad 
de la Asamblea, además de exhortar a las comisiones y comités a realizar 
sus sesiones con la periodicidad reglamentaria y presentar sus dictámenes 
en tiempo y forma.

Una regulación interesante es la recogida en el artículo 41 del Regla-
mento aquí analizado, que posibiltaba la remoción del presidente de la 
Mesa Directiva de la Asamblea del Distrito Federal cuando de manera sis-
temática no hubiera observado las prescripciones de la Ley Orgánica y el 
Reglamento de dicha Asamblea o actuara de manera parcial; en el caso 
de ser removido, el sustituto sólo concluiría el periodo del removido. A los 
vicepresidentes les correspondia auxiliar al presidente de la Mesa en el des-
empeño de sus funciones y suplirlo en sus ausencias.

Los secretarios tendrían, entre otras, las siguientes atribuciones: auxiliar 
al presidente en la preparación del orden del día de las sesiones y compro-
bar el quórum en estas, al inicio y durante las votaciones; rubricar los ban-
dos, reglamentos, ordenanzas y decretos que apruebe el Pleno, leer ante éste 
los documentos listados en el orden del día y los que ordene el presidente 

35		  Las votaciones por medio de cédulas se desarrollaban de la siguiente manera: las 
cédulas serían depositadas por los representantes llamados por orden alfabético en un ánfora 
transparente ubicada en la tribuna. Concluida la votación, los secretarios sacaban las cédu-
las del ánfora, las clasificaban en paquetes con los nombres iguales de las fórmulas votadas, 
hacían el cómputo de los votos y los daban a conocer a la presidencia, quien hacía la decla-
ratoria correspondiente.
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de la Mesa para conocimiento e ilustración de los representantes; cuidar 
que los dictámenes que vayan a ser discutidos se distribuyan y entreguen en 
copia simple a todos los representantes 48 horas antes de la sesión en la que 
serán discutidos, así como cuidar la integración y publicación del Diario de 
Debates. A los prosecretarios les correspondía auxiliar a los secretarios en el 
desempeño de sus funciones y supliendo sus ausencias.

6. Comisiones y comités

Por lo que hace a los órganos de trabajo, la Asamblea de Representantes 
contaba con doce comisiones, enumeradas por el Reglamento, de la prime-
ra a la décima segunda, y asignándoles las materias de su competencia. La 
primera comisión tenía competencia en materia de seguridad pública y pro-
tección civil; la segunda comisión estaba facultada para conocer en materia 
de administración y procuración de justicia, prevención y readaptación so-
cial y protección de derechos humanos; la tercera comisión tenía competen-
cia para conocer de uso de suelo, establecimiento de reservas territoriales, 
regulación de la tenencia de la tierra, vivienda y construcciones, edifica-
ciones y explotación de minas y materiales pétreos; la siguiente comisión 
conocería de la preservación del medio ambiente y protección ecológica; 
recolección, disposición, tratamiento de basura; racionalización y seguridad 
en el uso de energéticos; agua y drenaje; tratamientos de aguas, parques y 
jardines. Por su parte, la quinta comisión sería la encargada de conocer en 
materia de abasto y distribución de alimentos, mercados, rastros, estableci-
mientos mercantiles y comercio en la vía pública.36 Temas que, desde enton-
ces y hasta nuestros días, suelen ser delicados en una capital que demanda, 
especialmente, este tipo de servicios.

La sexta comisión conocería de educación, juventud, salud y asisiten-
cia social; derechos de la mujer, recreación, espectáculos públicos y depor-
tes, acción cultural y agencias funerarias, cementarios y servicios conexos. 
La materia de tránsito y vialidad, transporte urbano y estacionamientos; 
alumbrado público, y, en general aquellos servicios públicos que no sean 
materia de otra comisión corresponderían a la séptima comisión. La octava 
comisión estaría a cargo del fomento económico y protección al empleo; 
trabajo no asalariado y previsión social, turismo y servicios de alojamiento 

36		  La integración de las primeras comisiones puede verse en Trejo Hernández, Miguel; 
Cedillo Hernández Ángel y Jiménez Francisco Javier, Perfiles y semblanza política de la Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal…, cit., pp. 97-103.
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e industria. El desarrollo rural sería el objeto de trabajo de la novena comi-
sión. Ciencia, tecnología e informática estarían a cargo de la décima comi-
sión. La vigilancia de la administración presupuestal y contable del Distrito 
Federal serían competencia de la décima primera comisión. Finalmente, la 
décima segunda comisión tendría competencia para conocer en materia 
de Reglamento Interior y para estudiar y dictaminar propuestas relativas 
a iniciativas de ley y reglamentos que no sean materia exclusiva de alguna 
otra comisión.

Las comisiones se integraban por acuerdo del Pleno a propuesta de la 
Comisión de Gobierno, que debía presentar durante las primeras cuatro se-
siones del primer periodo ordinario, recogiendo las opiniones de los grupos 
partidistas y cuidando que en su integración se tomara en cuenta la presen-
cia de todos los grupos. Les correspondía conocer de los proyectos, propo-
siciones o asuntos que les encomendara la Mesa Directiva. Las comisiones 
coordinarían sus trabajos a través de su Mesa Directiva, que se integraba 
por un presidente, un vicepresidente y un secretario, y serían las encarga-
das de dictaminar los proyectos y proposiciones que se le turnaban en un 
plazo máximo de treinta días, con excepción de aquellos en los que el Pleno 
acordaba fijar un plazo diferente atendiendo a la urgencia de la resolución.

Tres aspectos importantes que incidían de manera positiva en el tra-
bajo de las comisiones tienen que ver con que el Reglamento les autoriza-
ba recabar información y documentación de la administración pública del 
Departamento del Distrito Federal que necesitaran para el desarrollo de su 
trabajo, así como requerir la presencia, ante ellas, de servidores públicos del 
gobierno del Distrito Federal para que informen sobre asuntos relacionados 
con sus respectivas competencias; las comparecencias serían solicitadas por 
su presidente y transmitidas al titular del órgano de gobierno del Distrito 
Federal por el presidente de la Mesa Directiva o por el de la Comisión de 
gobierno; en la solicitud debía mencionarse el motivo o asunto sobre el que 
la Comisión requería información. Asimismo, tenían la facultad de realizar 
directamente estudios especiales y encuestas sobre los asuntos a su cargo, y 
podían, adicionalmente, invitar a estar presentes en sus sesiones de trabajo 
a personas que por razón de su oficio, ocupación o profesión tuvieran cono-
cimientos útiles para mejorar el cumplimiento de las tareas de la Comisión.

Las sesiones de las comisiones deberían convocarse con cuando menos 
veinticuatro horas de anticipación, salvo los casos considerados urgentes 
por la presidencia; a dichas sesiones asistirían no sólo sus miembros, sino las 
personas convocadas a informarlas, así como cualquier otro representante 
que deseaba asistir. En las deliberaciones de las comisiones sólo participa-
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ban los representantes, y únicamente votaban quienes eran miembros de la 
Comisión.

Mención especial merece la Comisión de Vigilancia de la Adminis-
tración Presupuestal y Contable del Distrito Federal, pues en ella recaían 
labores que podríamos caracterizar de control y fiscalización, ya que le 
correspondía, entre otras funciones, recibir y analizar los informes tri-
mestrales que sobre la ejecución y cumplimiento de programas entregaba 
el Departamento del Distrito Federal; evaluar y supervisar las acciones 
administrativas y la aplicación de los recursos presupuestales del Depar-
tamento del Distrito Federal; proponer los programas prioritarios que se 
habrían de considerar en el Presupuesto de Egresos del Departamento del 
Distrito Federal y presentarlos al Pleno de la Asamblea; analizar el infor-
me que sobre la cuenta pública del Distrito Federal enviaba la Cámara de 
Diputados; elaborar y presentar al Pleno de la Asamblea un informe anual 
para analizar la congruencia entre el gasto autorizado y el realizado por el 
Departamento del Distrito Federal y enviarlo a la Cámara de Diputados; 
formular recomendaciones a las autoridades del Departamento del Distri-
to Federal tendientes a mejorar la utilización y aplicación de los recursos 
disponibles.

Finalmente, y lo que parece una decisión acertada, le correspondía reci-
bir el informe sobre la situación que guardaba la administración pública del 
Distrito Federal, al que aludíamos anteriormente (artículo 6o., LOAPDF), 
con el objetivo de analizarlo conjuntamente con los informes trimestrales, 
y presentar el informe anual aludido. Más adelante abordaremos el tema 
relativo al control de la administración.

Con carácter de órganos de apoyo en las tareas de la Asamblea de Re-
presentantes del Distrito Federal y de sus comisiones se contaba, también, 
con cuatro comités, a saber: 1) Comité de Atención Ciudadana y Control y 
Seguimiento de las Acciones de Gestión; 2) Comité de Asuntos Editoriales; 
3) Comité de Promoción y Participación Ciudadana; 4) Comité de Admi-
nistración de la Asamblea de Representantes.

7. Principales funciones

Con base en la anterior estructura, la Asamblea de Representantes del 
Distrito Federal desarrollaría sus funciones principalmente, que serían fun-
damentalmente las siguientes: 1) aprobar bandos, ordenanzas y reglamen-
tos de polícia y buen gobierno; 2) controlar la adminstración; 3) gestoría; 
4) consulta popular, y 5) aprobación de los nombramientos de los magistra-
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dos, que de manera sucinta aboradaremos a continuación, con la intención 
de conocer cómo asumía sus decisiones dicho órgano representativo.

A. Aprobar bandos, ordenanzas y reglamentos 
de polícia y buen gobierno

En el contexto antes señalado, el derecho de presentar iniciativas de 
bandos, ordenanzas y reglamentos de polícia y buen gobierno correspondía: 
a) los integrantes de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal; 
b) los representantes de vecinos organizados en los términos establecidos 
por la Ley Orgánica del Departamento del Distrito Federal desde el nivel de 
presidente de asociación de residentes, y c) a los ciudadanos que presenten 
por escrito una iniciativa acompañada de la firma de diez mil ciudadanos, 
en los términos que establece la base 6a., fracción VI, del artículo 73 de la 
Constitución.

El primer tipo de iniciativas, esto es, las promovidas por los integrantes 
de la Asamblea, se presentarían ante el Pleno, y pasarían a comisión para 
su estudio y análisis, a fin de presentar un dictamen —en el término, como 
hemos señalado, de treinta días, salvo prórroga que autorice el Pleno o a 
petición de la comisión respectiva—,37 que sería sometido a la Asamblea 
plena para su aprobación.

Todas las propuestas de representantes de vecinos legalmente organiza-
dos, o de ciudadanos que presenten por escrito iniciativas populares acom-
pañadas de las firmas antes referidas, serán turnadas a Comisión para ser 
dictaminadas. No obstante, la Comisión que reciba una iniciativa de esta 
naturaleza debería verificar, según sea el caso, el cumplimiento de los si-
guiente requisitos: 1) que la organización promovente estuviera legalmente 
constituida; 2) que la iniciativa se acompañara de nombre y firma de diez 
mil ciudadanos; 3) que se demuestre con documentos oficiales la calidad de 
ciudadano y residencia de los signantes.

B. Iniciativas presentadas ante el Congreso de la Unión

Por otra parte, el derecho de iniciar leyes o decretos ante el Congreso 
de la Unión —artículo 73, fracción VI, base 3a., de la Constitución— se 

37		  El dictamen debía presentarse firmado por los miembros de la Comisión, y si alguno 
de ellos disentía, se haría la anotación en contra junto con la firma respectiva, pudiendo 
elaborar el voto particular correspondiente.
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procesaría de la siguiente manera: en principio, esa facultad correspondía a 
cualquier representante o grupo de representantes, y la iniciativa sería dic-
taminada por la comisión correspondiente, y de ser aprobado el dictamen, 
la Asamblea decidiría ante cuál de las cámaras del Congreso se presenta-
ría. La Comisión de la Asamblea que hubiera elaborado el dictamen tenía 
la obligación de acudir ante la cámara correspondiente, cuando ésta así lo 
solicitara, para ampliar, explicar o fundamentar la o las iniciativas de leyes 
o decretos en cuestión.

Finalmente, el Reglamento precisaba que las iniciativas dictaminadas 
y no aprobadas por la Asamblea de Representantes del Distrito Federal no 
podían volver a presentarse sino hasta el siguiente periodo de sesiones, una 
regla muy común en este tipo de órganos.

Desde luego, todos los reglamentos, bandos de buen gobierno y orde-
nanzas se publicarían en el Diario Oficial de la Federación, pero también en la 
Gaceta Oficial del Departamento del Distrito Federal en la forma en la que hubieran 
sido aprobados, los cuales tenían que ser autorizados por las firmas del pre-
sidente y de los secretarios de la Asamblea, quienes tenían la obligación de 
comunicarlos al Ejecutivo en un término que no excediera de diez días. La 
fórmula de promulgación sería la siguiente: “La Asamblea de Representan-
tes del Distrito Federal, en ejercicio de la facultad que le confiere el artícu-
lo 73, base 3a., inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unicos 
Mexicanos, expide: (aquí el texto de reglamentos, bando u ordenanza)”.

C. Control de la administración

Cuando aludimos a la Comisión de Vigilancia de la Administración 
Presupuestal y Contable del Distrito Federal hacíamos alguna referencia a 
esta facultad que atribuía a la Asamblea de Representantes la Constitución 
federal, por la vía del artículo 73, fracción VI, base 3a., inciso c), y por la 
cual le correspondía examinar los informes que sobre el ejercicio del presu-
puesto y el cumplimiento de los objetivos y metas autorizados por el Con-
greso de la Unión presentaban trimestralmente las autoridades administra-
tivas del Departamento del Distrito Federal.

Con base en estas competencias, la Asamblea de Representantes del 
Distrito Federal podía desplegar tres facultades muy importates, a saber: la 
primera, para acordar visitas o inspecciones y cualquier acción que consi-
dere pertinente con el fin de evaluar la eficacia administrativa y la calidad 
de los servicios que prestaba en Departamento del Distrito Federal; dichas 
actuaciones podían ser acordadas por el Pleno o por las comisiones.
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Asimismo, podía solicitar comparecencias ante el Pleno, por acuerdo 
expreso de la Asamblea, para que el titular del gobierno del Departamento 
del Distrito Federal, el procurador general de Justicia del Distrito Federal, 
los directores admnistrativos, los directores y administradores de los orga-
nismos descentralizados o de las empresas de participación estatal mayorita-
rias y los delegados políticos, para que informaran sobre el desarrollo de los 
servicios y la ejecución de las obras encomendadas al gobierno del Distrito 
Federal.38 En estos casos, la Asamblea estaba obligada a remitir a todos los 
representantes la documentación relativa al asunto que debía examinarse 
en la comparecencia respectiva. Si los servidores públicos para tal efecto 
elaboraban algun tipo de informe por escrito, éste debía distribuirse tam-
bién entre los representantes antes del inicio de la comparecencia.

Mención especial merece la facultad con la que contaba la Asamblea 
para recabar de la administración pública los datos, informes o documen-
tos que obraran en poder de ésta; con tal propósito, la solicitud se dirigiría 
al presidente de la Asamblea o al de las comisiones, sin que esto impidiera 
que los representantes tuvieran derecho a solicitar y recibir directamente 
la información y documentos necesarios en el cumplimiento de esta y otras 
obligaciones. En este contexto, el órgano administrativo requerido por algu-
na comisión o representante tenía la obligación de proporcionar la informa-
ción en un plazo máximo de quince días o manifestar por escrito al requi-
rente las razones fundadas que lo impedían; de lo contrario, la Asamblea, 
por conducto de su presidente, lo daría a conocer al titular del Ejecutivo 
federal. Esta facultad, en los recesos, le correspondía ejercerla a la Comisión 
de Gobierno.

D. Gestoría

En el contexto de las facultades de la Asamblea de Representantes se 
entendía por gestoría la acción gratuita a través de la cual el Pleno, el Co-
mité de Atención Ciudadana, o algún representante demandaba de la auto-
ridad administrativa competente la realización, continuación o suspensión 
de una acción pública relacionada con los intereses de la colectividad o con 
los derechos de los habitantes del Distrito Federal.

Para el desarrollo de la función gestora de la Asamblea en materia adm-
nistrativa, de obras y servicios, así como la defensa de los derechos ciudada-

38		  Lo anterior, con independencia de que los servidores públicos antes mecionados po-
dían asistir a las sesiones del Pleno o de las comisiones en que se discutan asuntos vinculados 
con la dependencia a su cargo.
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nos, todas las peticiones o quejas que presentaban por parte de los particula-
res deberían hacerse por escrito, señalando los datos que hicieran posible la 
identificación del peticionario a fin de ser informadas oportunamente sobre 
los trámites y resoluciones de que fuera objeto su petición.

Dichas solicitudes podían presentarse ante la Oficialía de Partes o di-
rectamente al Comité de Atención Ciudadana y se turnaban a la comisión 
respectiva, la cual estaba obligada a acordar la acción correspondiente en 
un plazo de quince días. Correspondía a la Comisión estudiar la petición o 
queja, y cuando la atención de esta exigiera su presentación ante el Pleno, 
este debía presentar una propuesta de solución. La Comisión correspon-
diente, una vez realizadas las gestiones, daba cuenta al Comité de Atención 
Ciudadana de las acciones de gestión para su control y seguimiento. En este 
contexto, los representantes podían dirigirse a las autoridades correspon-
dientes, quienes debían atender la petición e informar al representante de 
los trámites o acciones que la autoridad administrativa hubiera acordado.

Por otra parte, los representantes podían presentar ante el Pleno de la 
Asamblea, quejas o peticiones de los habitantes del Distrito Federal por es-
crito o de manera verbal, lo cual obligaba a turnarlas, sin mayor trámite, a 
la comisión respectiva para su estudio y dictamen.

Un dato interesante es que una vez presentada una queja o petición, 
cualquier miembro de la Asamblea podía solicitar que, por la naturaleza 
del asunto, se considerara de obvia y urgente resolución, y como tal debía 
discutirse y tramitarse.

E. Consulta popular

Dentro de las facultades con que contaba la Asamblea de Representan-
tes del Distrito Federal destaca, por su vocación de conocer la voluntad po-
pular, la consulta pública que, por acuerdo de la mayoría de sus miembros, 
podía convocar sobre los asuntos de su competencia cuando fuera necesario 
conocer la opinión de los habitantes del Distrito Federal sobre un determi-
nado asunto.39 Dicha consulta podía proponerse dentro del territorio de 
todo el Distrito, o bien abarcar una de sus demarcaciones, así como com-
prender uno o varios sectores de la población y una o diferentes materias, 
de conformidad con los objetivos que la propia Asamblea hubiera fijado en 
la convocatoria.

39		  En los recesos correspondería a la Comisión de Gobierno autorizar la consulta públi-
ca a petición de una comisión.
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En el anterior contexto, correspondía a la Comisión encargada fijar las 
bases de la consulta pública en la convocatoria respectiva, realizar el análisis 
de los resultados y presentar las conclusiones al Pleno de la Asamblea, y el 
Comité de Promoción y Participación Ciudadana se encargaría de la orga-
nización y logística de la consulta.

Una vez desarrollada la consulta pública y conocidos los resultados, el 
presidente de la Asamblea ordenaría su publicación en por lo menos dos 
diarios de cobertura nacional, con la finalidad de informar a la ciudadanía 
y dar a conocer las acciones que llevaría a cabo la Asamblea de acuerdo con 
sus competencias, y, al mismo, tiermpo, haría del conocimiento de la autori-
dad competente dichas acciones, con el objetivo de que fueran aplicadas en 
el ámbito de su competencia

F. Aprobación de los nombramientos de los magistrados

Con base en los artículos 73 de la Constitución federal y 15 de la Ley 
Orgánica de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, corres-
pondía a ésta aprobar los nombramientos de los magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia y del Tribunal Contencioso Administrativo, ambos del 
Distrito Federal. De tal manera que los nombramientos enviados por el pre-
sidente de la República eran turnados a la Comisión de Administración 
y Procuración de Justicia, a la que le correspondía verificar los requisitos 
establecidos por los artículos 26 de la Ley Orgánica de los Tribunales de 
Jusiticia del Fuero Común del Distrito Federal y 4o. de la Ley del Tribunal 
Contencioso Administrativo del Distrito Federal, e integrar el expediente 
respectivo con los siguientes documentos: a) copia certificada del acta de 
nacimiento; b) copia certificada del título que lo acredite como licenciado 
en derecho; c) copia certificada de la cédula profesional debidamente regis-
trada ante la Dirección General de Profesiones; d) constancia de residencia; 
e) constancia de no antecedentes penales; f) currículum vitae.

Dicha Comisión debía dictaminar dentro de los diez días hábiles si-
guientes a la fecha de recepción del nombramiento para que la presidencia 
de la Asamblea lo incluyera en el orden del día de la sesión más próxima; 
asimismo, el presidente de la Comisión de Administración y Procuración de 
Justicia, con el apoyo de la Oficialía Mayor, debía publicar el nombramien-
to propuesto por el Ejecutivo en por lo menos dos diarios de circulación 
nacional, así como fijar en los estrados de las salas y juzgados dependientes 
del Tribunal Superior de Justicia y de las salas del Tribunal de lo Conten-
cioso Administrativo, según fuera el caso, el nombramiento sometido a su 
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examen, con la finalidad de hacer del conocimiento de los ciudadanos dicho 
nombramiento, y para que los interesados aportaran elementos de juicio a 
la Comisión.

Dentro de un plazo no mayor a cinco días, contados a partir de la fecha 
de publicación del nombramiento a examen, la Comisión recibiría las opi-
niones que por escrito le remitía la ciudadanía, que le servirían para formar 
su criterio y emitir un dictamen al Pleno. Una vez discutido y aprobado el 
dictamen por la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, su presi-
dente comunicaría el nombramiento al presidente de la República y al inte-
resado, para los efectos de rendir protesta ante el Pleno. Como veremos más 
adelante, esta es una facultad de estos órganos representativos de la capital 
del país, que se conserva hasta nuestros días.

8. Obligaciones de los representantes

Dos aspectos importantes que merecen ser recordados en este recorri-
do que hacemos sobre la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, 
como primer órgano de representación de los capitalinos, tiene que ver con 
la obligación de los representantes; por una parte, realizar audiencias pú-
blicas y, por otra, rendir sus informes de actividades. Con relación a las pri-
meras, las audiencias debían desarrollarse en su distrito o circunscripción 
por lo menos una vez al mes. Distinguiendo las audiencias por el tipo de 
representación, esto es, los representantes de mayoría relativa, celebrarían 
sus audiencias en la demarcación del distrito electoral por el que resultaron 
electos; por su parte, los representantes electos mediante el sistema de repre-
sentación proporcional debían desarrollarla en cualquier sitio de la demar-
cación territorial del Distrito Federal.

Las audiencias debían desahogarse preferentemente en plazas, jardines 
o locales de fácil acceso. Con el objetivo de propiciar el acercamiento con 
la población, los representantes debían llevar un registro de los asuntos que 
les fueran planteados, dar seguimiento a los mismos asuntos y dar a conocer 
al peticionario por escrito el resultado de su gestión; a estas audiencias po-
dían concurrir representantes de diferentes partidos que tuvieran interés en 
determinada problemática o atención a un núcleo especial de la población.

Finalmente, los representantes tenían la obligación de rendir un infor-
me por escrito ante el Pleno de la Asamblea durante junio y otro en la pri-
mera quincena de enero de cada año; debían dejar constancia en el informe 
de los resultados de su acción en materias de consulta, promoción, gestoría 
y supervisión en favor de la comunidad.
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Hasta aquí hemos analizado cómo se creó y cuáles fueron las principa-
les funciones de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, órgano 
de representación que constituye el embrión de lo que hoy conocemos como 
Congreso de la Ciudad de México. Como es fácil advertir, dicha Asamblea 
no era propiamente un congreso que poseyera una función legislativa pro-
pia, sino que la compartía con el Congreso de la Unión, especialmente con 
la Cámara de Diputados; no obstante, poseía facultades importantes, no 
sólo de representación, sino también, diríamos hoy, de control parlamenta-
rio, o de control de la administrtación, y una facultad de consulta pública, 
que le permitía reforzar el valor de su representatividad y de seguimiento 
a problemas reales y concretos de la ciudadanía. Pero se trataba, sin duda, 
de un órgano sumamente mediatizado por el poder del presidente de la 
República, que ejercía el gobierno por interpósita persona, y que recaía en 
el conocido entonces como regente del Departamento del Distrito Federal.

Este diseño primigenio tenía la gran virtud de ser sencillo y claro, per-
tinente y necesario, para dar vida y sentido a un órgano que empezaba a 
concentrar la incipiente representación ciudadana de los habitantes de la 
capital del país.

Siete años duraría el anterior diseño institucional, ya que en 1995 se ex-
pediría una nueva Ley Orgánica de la Asamblea de Representantes del Dis-
trito Federal y un nuevo Reglamento para el Gobierno Interior de la misma, 
que no cambiaría radicalmente la esencia de la Asamblea, pero que, como 
veremos a continuación, la adaptaría a nuevas realidades de una capital que 
cambiaba vertiginosamente, desde entonces y hasta nuestros días.

La Ley Orgánica estaría precedida por una amplia reforma a los ar-
tículos 73, fracción IV, y 122, de la Constitución mexicana, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación del 25 de octubre de 1993, y por el primer Esta-
tuto de Gobierno del Distrirto Federal, publicado en dicho Diario el 26 de 
julio de 1994; tópicos que, resumidamente, analizaremos a continuación.

II. Las primeras reformas 
a la Asamblea de Representantes

1. Reforma constitucional

Como hemos advertido supra, la Ley Orgánica de la Asamblea de Represen-
tantes de 1988 y su posterior Reglamento de 1989 fueron precedidos por una 
importante reforma constitucional a los artículos 73, fracción IV, y 122, pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación del 25 de octubre de 1993. Algunos 
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de los elementos más significativos de dicha reforma constitucional pueden 
resumirse de la siguiente manera: se reformó la fracción IV para facultar al 
Congreso de la Unión para expedir el Estatuto de Gobierno del Distrito Fe-
deral, y se trasladaron al artículo 122 las materias relativas al Distrito Federal, 
y en la fracción I de este precepto se recogió una facultad con la que ya con-
taba el Congreso, que era la de legislar en todo lo relativo al Distrito Federal, 
salvo las materias expresamente conferidas a la Asamblea.

Por otra parte, se incorpora también a dicho precepto de la Consti-
tución federal, otra figura de participación ciudadana llamada “concejos 
ciudadanos”, a los que les correspondía conocer, según señaló la propia 
reforma, en materia de “gestión, supervisión, evaluación y, en su caso, con-
sulta o aprobación, de aquellos programas de la Administración Pública del 
Distrito Federal que para las demarcaciones determinan las leyes corres-
pondientes”.

La elección de los ciudadanos integrantes de los concejos ciudadanos 
sería directa en cada demarcación territorial, y las bases correspondientes 
quedarían establecidas en el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal.

Otras modificaciones relevantes de aquella reforma constitucional fue-
ron las siguientes:

a)	 Se estableció la cláusula de gobernabilidad, para que el partido 
político que obtuviera al menos el 30% de la votación en la elección 
de representantes ante la Asamblea de Representantes se le otorgara 
la mayoría absoluta de miembros ante dicho órgano.

Se cambió el nombre del titular del organismo ejecutivo-admi-
nistrativo de gobierno del Distrito Federal. A partir de entonces, dejó 
de ser jefe del Departamento del Distrito Federal40 para convertirse 
en jefe del Distrito Federal.41

b)	 Se estableció la elección indirecta del jefe del Distrito Federal. Se-
gún señaló la reforma, éste sería nombrado por el presidente de la 
República:

40		  Como afirma Lucía Álvarez Enríquez, el Departamento del Distrito Federal fue una 
instancia con rasgos verticalistas, que se estructuró jerárquicamente, de manera subordina-
da, en línea recta descendente, desde el regente hasta los funcionarios; operaba de manera 
burocrática y careció de instituciones efectivas y órganos de intermediación. Distrito Federal. 
Sociedad, economía, política y cultura, México, UNAM-CIICH, 1998, p. 110. Sobre el particular 
también puede verse Gutiérrez Salazar, Sergio Elías y Solís Acero, Felipe, Gobierno y adminis-
tración del Distrito Federal, cit., pp. 45 y ss.

41		  Con dicha reforma, el Departamento Central creado mediante decreto del 31 de 
diciembre de 1941 fue suprimido.
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De entre cualquiera de los representantes a la Asamblea, diputados federales 
o senadores electos en el Distrito Federal, que pertenezcan al partido político 
que por sí mismo obtenga el mayor número de asientos en la Asamblea de 
Representantes. El nombramiento sería sometido a la ratificación de dicho 
órgano, que contará con un plazo de cinco días para, en su caso, ratificarlo. Si 
el nombramiento no fuese ratificado, el presidente presentaría a la Asamblea 
un segundo nombramiento para su ratificación dentro de un plazo de cinco 
días. Si no hubiera ratificación del segundo nombramiento, el Senado hará 
directamente el nombramiento del Jefe del Distrito Federal.

No obstante que algunos teóricos42 consideran al anterior como el proce-
dimiento más acertado para la elección y designación del titular del órgano 
de gobierno político-administrativo del Distrito Federal, nunca se practicó, 
debido a que el transitorio quinto de la reforma constitucional en cuestión 
establecía que “el primer nombramiento para el cargo de Jefe del Distrito Fe-
deral, en los términos de este decreto se verificará en el mes de diciembre de 
1997 y el periodo constitucional respectivo concluirá el dos de diciembre del 
año 2000”, pero la reforma constitucional del 22 de agosto de 1996 provocó 
que dicho mecanismo de nombramiento nunca se aplicara.43

2. Regulación de la Asamblea de Representantes 
y la participación de los poderes de la Federación en el ámbito 
del Distrito Federal en el primer Estatuto de Gobierno

Como hemos señalado, en 1994, bajo la presidencia de Carlos Salinas 
de Gortari, se expidió el primer Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, 
que mutatis mutandis hacía las veces de una Constitución local, sin serlo, pero 
fue el documento jurídico en el que se sentaron las bases de organización y 
los derechos de los habitantes del Distrito Federal.

Para José Antonio González Fernández, el Estatuto emitido por el Con-
greso de la Unión, en atención al mandato constitucional consignado en el 
artículo 122, fue “la culminación de un proceso arduo de grandes consultas 
y comunicación del gobierno con la sociedad y, especialmente, con los par-
tidos políticos”.44

42		  Hurtado González, Javier y Arellano Ríos, Alberto, “La Ciudad de México y el Distri-
to Federal: un análisis político constitucional”, Estudios Constitucionales, año 7, núm. 2, 2009, 
Centro de Estudios Constitucionales de Chile, Universidad de Talca, pp. 207-239.

43		  Ibidem, p. 222.
44		  González Fernández afirma que el proyecto final acogió 73 propuestas del Partido 

Acción Nacional, 70 del Partido de la Revolución Democrática, 31 del Partido del Frente 
Cardenista de Reconstrucción Nacional, 7 del Partido Auténtico de la Revolución Mexicana 
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En dicho Estatuto no sólo se establecía que las autoridades locales del 
gobierno del Distrito Federal eran la Asamblea de Representantes del Dis-
trito Federal,45 el jefe de Gobierno del Distrito Federal y el Tribunal Supe-
rior de Justicia del Distrito Federal, sino también se reconoció la condición 
de Distrito Federal como la sede de los poderes de la Unión y capital de los 
Estados Unidos Mexicanos; además, delimitaba las facultades que los pode-
res federales ejercerían en el ámbito del Distrito Federal.

3. Facultades del Congreso de la Unión, de la Cámara 
de Diputados y del Senado de la República 
en el ámbito del Distrito Federal

Para los objetivos de este libro, es pertinente señalar cuáles eran las facul-
tades que el Congreso de la Unión desempeñaría en el ámbito de la capital, 
como fueron las de: a) legislar en lo relativo al Distrito Federal, con excepción 
de las materias expresamente conferidas por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; 
b) aprobar anualmente los montos de endeudamiento que deberán incluirse 
en la Ley de Ingresos del Distrito Federal, que en su caso requieran el go-
bierno del Distrito Federal y las entidades de su sector público, conforme a lo 
dispuesto por la Ley General de Deuda Pública, y c) dictar las disposiciones 
generales que aseguren el debido, oportuno y eficaz funcionamiento de los 
poderes de la Unión en el ámbito del Distrito Federal.

Por otra parte, dos facultades importantes realizarían por separado las 
cámaras del Congreso; por un lado, la Cámara de Diputados, a través de la 
Contaduría Mayor de Hacienda, órgano de fiscalización de ese momento, 
vigilaría la correcta aplicación que de los recursos provenientes del endeu-
damiento del Distrito Federal realizara el jefe del Distrito Federal

Por lo que toca exclusivamente al Senado de la República, o en los rece-
sos a la Comisión Permanente, el Estatuto de Gobierno le otorgaba la facul-
tad de remover al jefe del Distrito Federal por causas graves46 que afectaran 

y 16 del Partido Popular Socialista. Al Partido Revolucionario Institucional correspondió la 
idea del proyecto original, que devino en la iniciativa que presentaron diversas fracciones 
parlamentarias…, cit., p. 147.

45		  Dicho Estatuto tenía un capítulo dedicado a la regulación de la asamblea, que com-
prendía de los artículos 36 al 51. Su contenido puede verse en Asamblea. Órgano de la Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal, Primera Legislatura, vol. 1, núm. 1, 15 de noviembre-28 de 
febrero, pp. 46-48.

46		  Correspondía a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al presidente de la 
República o a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, hacer del conocimiento 
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las relaciones con los poderes de la Unión o el orden público en el Distrito 
Federal. La solicitud de remoción debía ser presentada por la mitad de los 
miembros de la Cámara de Senadores o de la Comisión Permanente.

En caso de remoción del jefe del Distrito Federal, correspondía a la 
Cámara de Senadores nombrar a propuesta del presidente de la República 
al sustituto que concluiría el mandato.47

4. Atribuciones del presidente de la República

Con respecto al presidente de la República, le correspondía, de acuerdo 
con el Estatuto: a) nombrar al jefe del Distrito Federal conforme a lo señala-
do en la Constitución; b) aprobar el nombramiento o remoción, en su caso, 
que haga el jefe del Distrito Federal del procurador general de Justicia; 
c) acordar con el procurador general de Justicia, e instruirlo sobre la adop-
ción de políticas en materia de seguridad pública; d) iniciar leyes o decretos 
ante el Congreso de la Unión en las materias competencia de éste relativas 
al gobierno del Distrito Federal; e) enviar anualmente al Congreso la pro-
puesta de los montos de endeudamiento necesarios para el financiamiento 
del Presupuesto de Egresos del Distrito Federal; f) informar anualmente al 
Congreso de la Unión sobre el ejercicio de los recursos del Presupuesto del 
Distrito Federal, al rendir la cuenta pública; g) proveer en la esfera adminis-
trativa la exacta observancia de las leyes y decretos relativos al gobierno del 
Distrito Federal que sean expedidos por el Congreso de la Unión; h) iniciar 
leyes y decretos ante la Asamblea de Representantes del Distrito Federal; 
i) formular observaciones a las leyes y decretos expedidos por la Asamblea 
de Representantes y promulgarlas de acuerdo con lo previsto en la Consti-
tución; j) solicitar a la Comisión de Gobierno de la Asamblea de Represen-
tantes que convoque a sesiones extraordinarias.

Tal vez en este cúmulo de facultades que ejercían el Congreso y sus 
cámaras, por un lado, y el presidente de la República, por otro, es donde 
mayormente se verá la transformación de la Asamblea de Representan-
tes en Asamblea Legislativa y posteriormente en Congreso de la Ciudad 
de México. Como es fácil advertir, la injerencia de los poderes federales, 

de la Cámara de Senadores o, en su caso, de la Comisión Permanente del Congreso de la 
Unión, la presunta existencia de causas graves que afecten sus relaciones con el Jefe de Go-
bierno del Distrito Federal o el orden público para efectos de la remoción.

47		  Para conocer con mayor precisión cómo se desahogaba el procedimiento de remoción 
del jefe del Distrito Federal, véase nuestro libro Temas selectos de derecho parlamentario, México, 
Miguel Ángel Porrúa-Universidad Anáhuac del Sur, 2002, pp. 115 y ss.
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especialmente del Ejecutivo, en el ámbito del Distrito Federal era muy 
amplia.48

5. Regulación de la Asamblea de Representantes 
en el Estatuto de Gobierno del Distrito 
Federal. Sinopsis

En las siguientes líneas veremos, a grandes rasgos, cómo concibió el 
Estatuto de Gobierno del Distrito Federal de 1994 a la Asamblea de Repre-
sentantes y qué facultades le otorgó. Para ello recurriremos al texto original 
de dicho ordenamiento, dejando de lado las múltiples reformas que éste 
experimentó, pues llegó a acumular una larga vigencia que lo hizo subsistir 
hasta 2014.

Con relación a las facultades de la Asamblea de Representantes, el Es-
tatuto las organiza y define de una mejor manera que como la había hecho 
la Ley Orgánica de 1988. En un largo artículo 42, señala, en veintinueve 
fracciones, cuáles son éstas, y las que destacan son las siguientes: 1) expedir 
su Ley Orgánica, que regulará su estructura y funcionamiento internos, 
que será enviada al presidente de la República y al jefe del Distrito Fede-
ral, para su sola publicación; 2) examinar, discutir y aprobar anualmente 
la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Distrito Federal, anali-
zando primero las contribuciones que a su juicio deban decretarse para cu-
brirlos. Al aprobar el Presupuesto de Egresos no podrá dejar de señalar la 
retribución que corresponda a un empleo que esté establecido por la ley; y 
en caso de que por cualquier circunstancia se omita fijar la remuneración, 
se entenderá por señalada la que hubiera tenido fijada en el presupuesto 
anterior, o en la ley que estableció el empleo;49 3) formular su proyecto de 

48		  Sobre la intervención del presidente de la República y el Congreso Federal en el 
ámbito del Distrito Federal puede verse Arteaga Nava, Elisur, “La organización del Distrito 
Federal y su Estatuto de Gobierno”, Los grandes problemas jurídicos. Recomendaciones y propuestas. 
Estudios en memoria de José Francisco Ruiz Massieu, México, Porrúa, 1995, pp. 23-45.

49		  Dentro de la Ley de Ingresos no podían incorporarse montos de endeudamiento su-
periores a los que hubiera autorizado previamente el Congreso de la Unión para el financia-
miento del Presupuesto de Egresos del Distrito Federal.

Las leyes federales no limitarían la facultad del Distrito Federal para establecer contri-
buciones sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, 
traslación y mejora, así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles in-
cluyendo tasas adicionales, ni sobre los servicios públicos a su cargo. Tampoco considerarán 
a personas como no sujetos de contribuciones ni establecerán exenciones, subsidios o 
regímenes fiscales especiales en favor de personas físicas y morales ni de instituciones ofi-
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presupuesto, que enviará oportunamente al jefe de del Distrito Federal para 
que éste ordene su incorporación en el proyecto de Presupuesto de Egresos 
del Distrito Federal; 4) determinar la ampliación del plazo de presentación 
de las iniciativas de leyes de ingresos y del Proyecto de Presupuesto de 
Egresos, así como de la cuenta pública, cuando medie solicitud del jefe del 
Distrito Federal suficientemente justificada a juicio de la propia Asamblea; 
5) formular observaciones al programa general de desarrollo del Distrito 
Federal que le remita el jefe del Distrito Federal para su examen y opi-
nión; 6) expedir la Ley Orgánica de los tribunales de justicia del Distrito 
Federal; 7) expedir la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Ad-
ministrativo; 8) iniciar leyes o decretos relativos al Distrito Federal, ante el 
Congreso de la Unión; 9) legislar en el ámbito local, en lo relativo al Dis-
trito Federal en materias de administración pública local, su régimen in-
terno y de procedimientos administrativos; de presupuesto, contabilidad y 
gasto público; regulación de su contaduría; de bienes del dominio público 
y privado del Distrito Federal; servicios públicos y su concesión, así como 
de la explotación, uso y aprovechamiento de bienes del dominio público 
del Distrito Federal; justicia cívica sobre faltas de policía y buen gobierno; 
participación ciudadana; organismos protectores de los derechos huma-
nos; civil; penal; defensoría de oficio; notariado; protección civil; preven-
ción y readaptación social; planeación del desarrollo; desarrollo urbano y 
uso de suelo; establecimiento de reservas territoriales; servicios públicos 
de limpia; fomento económico y protección al empleo; establecimientos 
mercantiles; espectáculos públicos; desarrollo agropecuario; vivienda; sa-
lud y asistencia social; turismo y servicios de alojamiento; previsión social; 
fomento cultural, cívico y deportivo; mercados, rastros y abasto; cemente-
rios, y función social educativa de acuerdo con la distribución que haga el 
Congreso de la Unión en términos de la Constitución.

Como puede advertirse, desde ahora, las facultades de la Asamblea si-
guen siendo expresas; esto es, limitadas. Adicionalmente, las leyes y decretos 
debían remitirse al presidente de la República, quien podía hacer observa-
ciones, como precisaremos más adelante.

Asimismo, debía recibir, durante el segundo periodo ordinario de se-
siones, y con presencia ante su Pleno, los informes por escrito de resultados 
anuales de las acciones de:

ciales o privadas en relación con dichas contribuciones. Las leyes del Distrito Federal no 
establecerán exenciones o subsidios respecto a las mencionadas contribuciones en favor de 
personas físicas o morales ni de instituciones oficiales o privadas. Sólo los bienes del domi-
nio público de la Federación y del Distrito Federal estaban exentos de las contribuciones 
señaladas.
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a)	 el procurador general de Justicia del Distrito Federal;
b)	 el servidor público que tenga a su cargo el mando directo de la fuerza 

pública en el Distrito Federal;
c)	 el presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Fe-

deral.50

Además de citar a servidores públicos de la administración pública del 
Distrito Federal para que cuando se discuta una ley o se estudie un asunto 
concerniente a sus respectivos ramos y actividades, además de analizar los 
informes trimestrales que le envíe el jefe del Distrito Federal, sobre la ejecu-
ción y cumplimiento de los presupuestos y programas aprobados. Los resul-
tados de dichos análisis se considerarían para la revisión de la cuenta pública 
que realizara la Contaduría Mayor de Hacienda de la propia Asamblea.51

Por otra parte, le correspondería aprobar, en su caso, las solicitudes de 
licencia de sus miembros para separarse de su encargo y conocer de la re-
nuncia y aprobar las licencias del jefe del Distrito Federal que le fueran en-
viadas por el presidente de la República. También, ratificar, en su caso, el 
nombramiento del jefe del Distrito Federal que le someta el presidente de la 
República, de conformidad con la Constitución y el Estatuto de Gobierno, 
y tomar la protesta correspondiente.

Asimismo, ratificar, en su caso, los nombramientos que haga el jefe del 
Distrito Federal de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Dis- 
trito Federal, de los magistrados del Tribunal de lo Contencioso-Adminis-
trativo y de los servidores públicos de la administración pública del Distrito 
Federal que determine el Estatuto de Gobierno, y comunicarse con los otros 
órganos locales de gobierno, con la Procuraduría General de Justicia del 
Distrito Federal, con la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Fede-
ral, así como con cualquiera otra dependencia o entidad por conducto de su 
mesa directiva, la Comisión de Gobierno o sus órganos internos de trabajo, 
según el caso, de conformidad con lo que dispongan las leyes correspon-
dientes. Finalmente, contaba con la facultad de otorgar reconocimientos a 
quienes hubieran prestado servicios eminentes a la ciudad, a la nación o a la 
humanidad.

50		  Como veremos más adelante, también se citará al contralor general de la administración 
pública del Distrito Federal.

51		  El 14 de junio de 1995 se publicó la primera Ley Orgánica de la Contaduría Mayor 
de Hacienda de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal. El 1o. de enero 1996. 
Inició sus labores la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea de Representantes del 
Distrito Federal, y el 8 de enero de 1996 se publicó su Reglamento Interior en el Diario Oficial 
de la Federación.
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Como podemos advertir, con base en las facultades que el primer Es-
tatuto de Gobierno del Distrito Federal establece y ordena, la Asamblea de 
Representantes experimenta una ampliación de competencias de una ma-
nera más explícita; sólo por señalar algunas, ya no sólo será la encargada de 
ratificar a los jueces de los tribunales Superior de Justicia y Contencioso Ad-
ministrativo, sino incluso de expedir las leyes orgánicas de dichos tribunales.

Ahora, conforme al Estatuto, no solamente podía citar a comparecer a 
los servidores públicos del Distrito Federal, sino, además, debía recibir los 
informes de resultados del procurador general de Justitica y del servidor 
público designado por el presidente de la República como encargado de la 
fuerza pública en el Distrito Federal, así como del presidente de la Comi-
sión de Derechos Humanos local.

Asimismo, le tocará legislar en materias como desarrollo urbano, uso 
de suelo, establecimientos mercantiles, civil, penal, defensoría de oficio, 
espectáculos públicos, vivienda y salud, como puede advertirse en el inciso 
nueve. El propio Estatuto señaló que las leyes y los decretos que expidiera 
la Asamblea de Representantes otorgarían atribuciones y funciones única-
mente a los órganos locales del gobierno del Distrito Federal.

Otros aspectos importantes, en relación con la Asamblea de Repre-
sentantes, que señaló el Estatuto fueron, en primer lugar, el relativo a la 
creación de un órgano técnico que serviría para la revisión de la cuenta 
pública del Distrito Federal, y que se denominaría Contaduría Mayor de 
Hacienda del Distrito Federal, que contaría con su propia ley orgánica, a 
la que correspondería la revisión de la cuenta pública anual.

Por otra parte, dicho ordenamiento señaló que la Comisión de Gobier-
no estaría integrada por representantes electos por el voto mayoritario del 
Pleno de la Asamblea, y sería presidida por quien designaran los miembros 
de la Comisión; la misma se elegiría e instalaría durante el primer periodo 
ordinario del primer año de ejercicio. Durante los periodos de receso de la 
Asamblea, la Comisión, además de las atribuciones que le confería la ley 
orgánica, atendería lo siguiente: 1) ratificar, en su caso, el nombramiento de 
jefe del Distrito Federal dentro de los cinco días siguientes a aquel en que 
lo reciba, y someterlo al Pleno de la Asamblea en el siguiente periodo ordi-
nario de sesiones para su aprobación definitiva; 2) acordar, a petición del 
presidente de la República o del jefe del Distrito Federal o por excitativa de 
la mitad más uno de los representantes que la integran, la convocatoria a se-
siones extraordinarias de la Asamblea. La convocatoria precisará por escrito 
el asunto o asuntos que deba resolver el Pleno de la Asamblea y las razones 
que las justifiquen; 3) recibir las iniciativas de ley y proposiciones dirigidas 
a la Asamblea y turnarlas para dictamen a las comisiones a las que vayan 
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dirigidas, a fin de que se despachen en el inmediato periodo de sesiones; 
4) conocer y resolver sobre las solicitudes de licencia que le sean presentadas 
por los miembros de la Asamblea.

Finalmente, el Estatuto dedica cuatro artículos para regular la iniciativa 
y formación de las leyes, estableciendo que el derecho de iniciativa de leyes 
o decretos ante la Asamblea es competencia de: 1) los representantes a la 
Asamblea del Distrito Federal; 2) el presidente de los Estados Unidos Mexi-
canos, y 3) el jefe del Distrito Federal.

En el anterior contexto, y como parte del procedimiento de formación 
de las leyes, estableció que los proyectos de ley o decretos que expida la 
Asamblea se remitirán para su promulgación al presidente de la República, 
quien podía hacer observaciones y devolver los proyectos dentro de los diez 
días hábiles con esas observaciones, a no ser que, corriendo este término, 
hubiera la Asamblea cerrado o suspendido sus sesiones, en cuyo caso la de-
volución deberá hacerse el primer día hábil en que la Asamblea se reúna. 
De no ser devuelto en ese plazo, se entenderá aceptado y se procederá a su 
promulgación.

El proyecto devuelto con observaciones deberá ser discutido nuevamen-
te por la Asamblea de Representantes, si se aceptaran las observaciones o 
fuera confirmado por las dos terceras partes del número total de votos de 
los representantes presentes en la sesión el proyecto será ley o decreto y se 
enviará en los términos aprobados para su promulgación.

Por último, se advertía que las leyes y decretos que expedía la Asamblea 
de Representantes se publicarían en la Gaceta Oficial del Distrito Federal para 
su debida aplicación y observancia y, para una mayor difusión, en el Diario 
Oficial de la Federación.

Aunque pequeña, sí es posible advertir una evolución en las funciones 
de la Asamblea de Representantes que reguló el Estatuto de Gobierno del 
Distrito Federal52 en su primera versión de 1994, y con ello debe destacarse 
la importancia que iba teniendo un órgano de esta naturaleza, es decir, de 
representación, en la capital de la República mexicana; no era ciertamente 
un Congreso estatal, pues la Cámara de Diputados continuaba ejerciendo 
una “tutela legislativa”, y el presidente de la República seguía teniendo una 
notable injerencia, no sólo en los ámbitos competenciales del Distrito Fede-
ral, sino también en los procedimientos y facultades de la propia Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal.53

52		  Artega Nava, Elisur, “La organización del Distrito Federal y su Estatuto de Gobier-
no”, Los grandes problemas jurídicos, cit., p. 45.

53		  Un dato interesante es que el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal no contempló 
la iniciativa popular. Cfr. González Fernández, José Antonio, cit., p. 127.
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III. Un segundo impulso a la Asamblea 
de Representantes en su normatividad 

reguladora de 1995

Veamos a continuación, aunque sea brevemente, cómo la Ley Orgánica y el 
Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea de Representantes del 
Distrito Federal regularon por segunda vez las facultades de este órgano de 
representación capitalino.

La segunda Ley Orgánica de la Asamblea de Representantes se publi-
có el 12 de abril de 1995 en el Diario Oficial de la Federación; constaba de 104 
preceptos y doce transitorios, que se dividían en cinco títulos. El título I con-
tenía las Disposiciones generales. El título II era el relativo a la naturaleza y 
atribuciones, que a su vez se dividía en el capítulo I. De la naturaleza de la 
Asamblea; capítulo II. De las atribuciones de la Asamblea; capítulo III. Del 
Estatuto de los representantes. El título III era relativo a la organización y 
funcionamiento de la Asamblea de Representantes, que se se dividía en el 
capítulo I. De la instalación de la Asamblea; capítulo II. De la Mesa Direc-
tiva; capítulo III. De la Comisión de Gobierno; capítulo IV. De las comisio-
nes; capítulo V. De los comités; capítulo VI. De las unidades administrati-
vas; capítulo VII. De los grupos parlamentarios.54 El título IV recogía todo 
lo relativo al procedimiento legislativo. El título V establecía la regulación 
relacionada con los procedimientos de ratificación, que a su vez establecía, 
en el capítulo I, las reglas para la ratificación del jefe de Gobierno del Distri-
to Federal; en el capítulo II, la ratificación de los delegados;55 en el capítulo 
III, la ratificación de los magistrados, y en el capítulo IV la ratificación del 
presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal.

Los artículos transitorios de la Ley Orgánica de la Asamblea de Repre-
sentantes señalaron no sólo la derogación de la Ley Orgánica de la Asam-
blea de Representantes, del 2 de febrero de 1988, sino también el artículo 
tercero señaló que hasta en tanto la Primera Legislatura no expidiera el 
Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea de Representantes 
serían aplicables las disposiciones reglamentarias que se encontraran expe-
didas, en lo que no se opusieran a dicha Ley, y en lo que se refiere a la plu-
ralidad en la integración de la Mesa Directiva de las comisiones ordinarias, 

54		  Esta Ley Orgánica ya alude a este tipo de grupos como “parlamentarios” superando 
el término de “partidistas”.

55		  Para conocer cómo se desahogó uno de los primeros procedimientos de ratificación 
de estos funcionarios puede verse Asamblea. Órgano de Difusión de la Asamblea de Representantes del 
Distrito Federal, Primera Legislatura, vol. 1, núm. 1, 15 nov-28 feb, s/a, p. 8.
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éstas se constituirían de tal manera a partir de la instalación de la II Legis-
latura de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal.

El contenido de esta segunda Ley Orgánica y sus 116 preceptos, inclui-
dos los artículos tránsitorios, comienzan a marcar distancia de la primera ley 
de esta naturaleza que reguló a la Asamblea, y que sólo tenía 66 artículos, 
incluidos los transitorios. La participación de la Asamblea en procedimien-
tos de ratificación, ya no sólo de magistrados, sino también de los delegados 
o del titular de la comisión local de protección de los derechos humanos, 
constituyen una ampliación de facultades de esta órgano representativo, o 
bien el establecimiento de un capítulo dedicado a las comisiones y otro a los 
comités, así como el establecimiento del estatuto de los representantes exige 
una regulación más amplia y precisa de dichos procesos.56

Por otra parte, el Reglamento para el Gobierno Interior de la Asam-
blea de Representantes del Distrito Federal fue publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 17 de mayo de 1995. Contenía 129 preceptos y siete 
transitorios. El Reglamento se divide en cinco títulos relativos a: I. Dispo-
siciones generales; II. De su naturaleza y atribuciones; III. De la organi-
zación y funcionamiento de la Asamblea de Representantes; IV. Del pro-
cedimiento legislativo V. De los procedimientos de ratificación. El título II 
tenía tres capítulos, a saber: I. De la naturaleza de la Asamblea; II. De las 
atribuciones de la Asamblea; III. Del Estatuto de los representantes. Por 
su parte, el título III contenía siete capítulos cuyas materias eran: I. Ins-
talación de la Asamblea; II. De la Mesa Directiva; III. De la Comisión de 
Gobierno; IV. De las comisiones; V. De los comités; VI. De las unidades 
administrativas; VII. De los grupos parlamentarios.

El último título, el V, tuvo cuatro capítulos relativos a cada uno de los 
procedimientos de ratificación en los que la Asamblea de Representantes 
participaba, esto es: I. Ratificación del jefe del Distrito Federal; II. Ratifica-
ción de los delegados; III. Ratificación de los magistrados; IV. Ratificación 
del presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal.

Como resulta evidente, se trata de dos normas mucho más articuladas y 
amplias que constituyen un segundo impulso a la representación capitalina 
y al órgano que en ese momento histórico la encarnaba. A continuación 
destacaremos las normas que nos parecen más significactivas en el proceso 
de evolución de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal y de los 
procedimientos que fueron ampliando las competencias de esta; intentare-

56		  Un comentario sobre esta segunda Ley de la Asamblea de Representantes del Dis-
trito Federal puede verse en Ríos Estavillo, Juan José, Anuario Jurídico, nueva serie, México, 
UNAM, 1995, pp. 165-186.



55EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO

mos ir marcando las diferencias entre la regulación de la Asamblea de 1995 
y la establecida en la normatividad de los ochenta, así como entrelazando 
las disposiciones que consideremos pertinentes del Reglamento para el go-
bierno de la Asamblea, de tal manera que podamos detectar las diferencias 
existentes entre la Asamblea de Representantes de los años ochenta y la de 
la primera mitad de los noventa.

En el primero de los preceptos de la Ley Orgánica se advierte una modi-
ficación importante producto de la reforma constitucional de 1993, a la que 
hemos aludido supra, y que tiene relación con el objeto de dicha Ley; la de 
1988 señalaba en su primer precepto que tenía por objeto reglamentar la base 
3a. de la fracción IV del artículo 73 de la Constitución. Por su parte, la Ley 
Orgánica de 1995 señaló que tenía por objeto regular la organización y fun-
cionamiento de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal conforme 
a las previsiones del artículo 122 constitucional.

Desde luego que también la Ley Orgánica de 1995 regulaba la invio-
labilidad de los representantes y del recinto donde se reuniera a sesionar, y 
autorizaba al presidente de la Asamblea para solicitar el auxilio de la fuerza 
pública con el fin de salvaguardar el fuero constiticional de los representan-
tes y la inviolabiliadd del recinto.

Resulta, a nuestro juicio, muy importante destacar la redacción que utili-
zó el legislador en el artículo 11 de esta segunda la Ley Orgánica de la Asam-
blea de Representantes, que a la letra estableció: “La Asamblea está faculta-
da para expedir normas de observancia general y obligatoria en el Distrito 
Federal con el carácter de leyes o decretos en las materias expresamente de-
terminadas por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”.

En este precepto sí hay un cambio importante, ya que la Asamblea 
pasaría de expedir bandos, ordenanzas y reglamentos de policía y buen go-
bierno a normas de observancia obligatoria en el Distrito Federal con ca-
rácter de leyes o decretos, con la evidente limitante de que fuera sobre las 
materias expresamente concedidas a ésta por la Constitución; en este con-
texto, y en relación con el Estatuto de Gobierno, tendría que expedir las 
leyes que establezcan los sistemas de dirección, coordinación y, en su caso, 
de desconcentración o descentralización, que permitan aproximar la actua-
ción de la administración pública a los habitantes de la ciudad, en las mate-
rias siguientes: 1. Planeación del desarrollo; 2. Reservas territoriales, uso de 
suelo y vivienda; 3. Preservación del medio ambiente y equilibrio ecológico; 
4. Infraestructura y servicios de salud; 5. Infraestructura y servicio social 
educativo; 6. Transporte público, y 7. Agua potable, drenaje y tratamiento 
de aguas residuales. Materias, todas ellas, importantes para el desarrollo de 
la ciudad capital.
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En este momento, para nosotros, es cuando la Asamblea amplía sus 
facultades legislativas, ya que tendría la posibilidad de expedir leyes o de-
cretos, y hubiera sido el momento idóneo para darle el reconocimiento de 
Asamblea Legislativa, y no esperar hasta 1996 para cambiar su nombre. 
Esta regulación fue la que realmente la convirtió en un órgano que además 
de representar podía aprobar normas de observancia general y obligatoria 
para el Distrito Federal, bajo la forma de leyes y/o decretos.

Además, le correspondería discutir y aprobar su Ley Orgánica y las le-
yes orgánicas de la administración pública; de los tribunales de justicia y del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Por otra parte, la propia Ley 
Orgánica define a la Asamblea de Representantes como el órgano local de 
gobierno al que le corresponde la función legislativa en el Distrito Federal 
en las materias que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos le otorgaba.

Sin duda, estas redacciones mucho más contundentes en la definición 
de la Asamblea, así como en el ámbito que le corresponderá legislar a ésta, 
contrastan con la regulación primigenia de las competencias de este órgano 
representativo; así se fueron gestando los cambios que iría experimentando 
la Asamblea de Representantes del Distrito Federal.57

Adicionalmente, la Asamblea seguiría teniendo competencia para aten-
der las peticiones y quejas que formularan los habitantes del Distrito Fede-
ral, así como dirigir, por acuerdo del Pleno, peticiones y recomendaciones 
a las autoridades locales competentes, tendentes a satisfacer los derechos e 
intereses legítimos de éstos, y también para realizar foros de consulta públi-
ca, promoción, gestoría, evaluación y supervisión de las acciones adminis-
trativas y de gobierno.

Por otra parte, sus facultades de ratificación se verán ampliadas ya no 
sólo en los casos señalados, sino que además deberá ratificar el nombra-
miento del jefe del Distrito Federal; también lo hará en los casos de los de-
legados, y desde luego, de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, así como del presidente 
de la Comisión de Derechos Humanos; en dichos casos, la Ley que venimos 
comentando estableció un procedimiento específico para cada uno de éstos. 
Adicionalmente, la propia Ley señalaba que, asimismo, le correspondería 
designar a los consejeros de la Judicatura del Distrito Federal, y debería 
hacer la designación del contador Mayor de Hacienda de la Asamblea de 

57		  Sirvent Gutiérrez, Carlos, “La reforma política del Distrito Federal”, Análisis y perspecti-
vas de la reforma política del Distrito Federal, México, Instituto Electoral del Distrito Federal, 2001, 
pp. 155-167.
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Representantes del Distrito Federal. La relevancia de los cargos en los que el 
órgano de representación de la capital debía participar, bien ratificándolos 
o designándolos, fue en aumento.

Un cambio, también muy importe, que experimentaría la Asamblea 
de Representantes fue el relativo a sus periodos de sesiones, que en la Ley 
Orgánica de 1995 quedarían de la siguiente manera: el primer periodo dis-
curriría del 17 de septiembre de cada año hasta el 31 de diciembre del 
mismo año, y el segundo periodo se desarrollaría del 15 de marzo hasta el 
30 de abril del mismo año. Desde luego que, durante sus recesos, la Asam-
blea podía celebrar periodos de sesiones extraordinarias, previa convoca-
toria formulada por la Comisión de Gobierno a solicitud de la mayoría de 
los integrantes de dicha Comisión, del presidente de la República o del jefe 
del Distrito Federal. La convocatoria respectiva debía fijar, desde luego, la 
fecha de inicio del periodo y los asuntos que serían abordados durante el 
mismo periodo.

1. La Comisión de Gobierno de la Asamblea de Representantes, 
un órgano mayoritario por ministerio de ley

Otro dato que parece menor, pero a nuestro juicio no lo es, radica en el 
hecho de que el legislador de 1995 estableció en la Ley Orgánica un capítulo, 
el VII, relativo a los grupos parlamentarios, es decir, ya nombra así a la agru-
pación de representantes que pertenecen a un mismo partido,58 mientras que 
la legislación anterior los denominaba “grupos partidistas”. Íntimamente li-
gado a este tema encontramos el relativo a la Comisión de Gobierno, que se 
reguló en ambas legislaciones, pero que su integración se definió de manera 
diferente en una y otra; en la legislación de los ochenta se integraba por siete 
representantes electos por el voto mayoritario del Pleno, mientras que en la 
regulación que aquí venimos analizando se estableció que dicha Comisión 
estaría integrada por “los coordinadores de cada uno de los diversos grupos 
parlamentarios, más otros tantos representantes del grupo mayoritario en la 
Asamblea”.

En la integración de esta Comisión tan importante recaía la gestión 
interna y el procesamiento de las decisiones (“legislativas” o de “control”) 

58		  Incluso, señala que los coordinadores de los grupos parlamentarios serán el conducto 
para realizar las tareas de coordinación con la Mesa Directiva, en todo lo referente a la 
integración y participación de sus miembros en las comisiones especiales, las de carácter 
protocolario o ceremonial y las representaciones de la Asamblea en el interior o exterior del 
país.
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de la Asamblea. A partir de este momento empieza a concebirse como un 
órgano en favor de la mayoría, que se integraría mayoritariamente por dis-
posición legal, es decir, no por el voto de los representantes que así lo deci-
diera, sino porque la Ley Orgánica así lo establecía. Adicionalmente, hay 
que señalar que elegiría de entre sus miembros un presidente y un secreta-
rio, que, es fácil inferir, serían electos también por la mayoría.

Recordemos algunas de las facultades de la Comisión de Gobierno 
para poder valorar el peso político y administrativo que tuvo durante su 
existencia; éstas fueron: 1) suscribir acuerdos relativos a los asuntos que se 
desahoguen en el Pleno; 2) proponer a los integrantes de las comisiones 
y comités; 3) proponer el proyecto de presupuesto anual de la Asamblea; 
4) proponer a la Asamblea la designación del oficial mayor, el tesorero y el 
director general de Comunicación Social; 5) sustituir, durante los recesos, 
a sus miembros y someterlos para su ratificación al Pleno de la Asamblea 
en el siguiente periodo de sesiones ordinarias; 6) proponer al Pleno la de-
signación de los consejeros de la Judicatura del Distrito Federal y de la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal; 7) programar los 
trabajos de los periodos de sesiones; 8) ratificar provisionalmente, durante 
los recesos, los nombramientos del jefe del Distrito Federal, de delegados 
del Distrito Federal, de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia 
y de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, de los consejeros 
de la Judicatura del Distrito Federal y del presidente de la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal, y someterlos para su ratificación 
definitiva al Pleno de la Asamblea en el siguiente periodo de sesiones or-
dinarias; 9) convocar a sesiones extraordinarias; 10) recibir, durante los 
recesos, las iniciativas de ley y proposiciones dirigidas a la Asamblea y 
turnarlas para dictamen a las comisiones a las que vayan dirigidas, a fin 
de que se discutan y aprueben, en su caso, en el inmediato periodo de 
sesiones; 11) conocer y resolver, en los recesos, sobre las solicitudes de li-
cencia que le sean presentadas por los representantes, o cuando éstos sean 
separados del cargo, y citar al suplente para que rinda la protesta corres-
pondiente; 12) recibir, dentro de los diez primeros días de junio, la cuenta 
pública del año anterior.

Los asuntos en los que era necesaria la intervención de la Comisión de 
Gobierno eran diversos y variados, desde proponer el proyecto de presu-
puesto de la Asamblea, nombrar a los integrantes de las comisiones y comi-
tés, programar los trabajos de los periodos de sesiones, pasando por hacer 
ratificaciones provisionales, y hasta conocer y resolver sobre licencias de los 
representantes.
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2. Mesa Directiva, comisiones y comités

Otro órgano importante para el desarrollo de las sesiones de la Asam-
blea fue, sin duda, la Mesa Directiva, que, como no podía ser de otra forma, 
ambas legislaciones que venimos confrontando regularon; en éstas se conci-
bió como el órgano encargado de dirigir las funciones del Pleno durante los 
periodos de sesiones, y se señaló que mantendría la composición plural de 
la Asamblea, se estableció el mismo número de vicepresidentes, secretarios 
y prosecretarios, que serían electos igualmente por la mayoría de los repre-
sentantes presentes en la sesión correspondiente. De igual manera, que en 
los años ochenta, la Mesa Directiva se elegiría mensualmente.

Algunas de sus facultades más significativas fueron: a) programar, en 
consulta con la Comisión de Gobierno y los coordinadores de los grupos 
parlamentarios, el desarrollo general de las sesiones; b) dar curso reglamen-
tario a los asuntos inscritos en el orden del día y fijar los trámites que deben 
seguirse para el cumplimiento de los acuerdos tomados por el Pleno; c) abrir 
y clausurar las sesiones del Pleno de la Asamblea, así como prorrogarlas o 
suspenderlas por causa justificada y, en su caso, declararlas en sesión perma-
nente; d) adoptar las decisiones y medidas que se requieran para la organi-
zación del trabajo de las sesiones del Pleno.

Otro aspecto que merece destacarse de la Ley Orgánica de 1995 es el 
relativo a las comisiones y los comités. Dicha Ley superó el modelo ante-
rior de numerar las comisiones y establecer las materias de su competencia, 
para señalar, además de la Comisión de Gobierno, cinco tipos de comisio-
nes, a saber: 1) De Análisis y Dictamen Legislativo; 2) De Vigilancia de la 
Contaduría Mayor de Hacienda; 3) De Investigación; 4) Jurisdiccionales, 
y 5) Especiales.

Respecto del primer tipo de estos órganos, el ordenamiento señalaba 
que las comisiones de Análisis y Dictamen Legislativo y de Vigilancia de la 
Contaduría Mayor de Hacienda se constituían con “carácter definitivo y 
funcionan para toda una Legislatura”.59 Serían permanentes, y se denomi-
naron “ordinarias”.

Las comisiones ordinarias se integrarían durante el mes de septiem-
bre del año en que se iniciara la Legislatura, y las comisiones de este tipo 
eran: 1) Abasto y Distribución de Alimentos; 2) Administración Pública 

59		  La Comisión de Vigilancia de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal ejercerá sus funciones conforme a la Ley Orgánica de la 
Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, en 
lo que le corresponda.
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Local; 3) Administración y Procuración de Justicia; 4) Atención Especial a 
Grupos Vulnerables; 5) Ciencia, Tecnología e Informática; 6) Deporte, Ju-
ventud y Recreación; 7) Derechos Humanos; 8) Desarrollo Metropolitano; 
9) Desarrollo Rural; 10) Desarrollo Urbano y Establecimiento de Reservas 
Territoriales; 11) Educación y Cultura; 12) Estudios Legislativos y Prácti-
cas Parlamentarias; 13) Fomento Económico; 14) Hacienda; 15) Notariado; 
16) Participación Ciudadana; 17) Población y Desarrollo; 18) Preservación 
del Medio Ambiente y Protección Ecológica; 19) Presupuesto y Cuenta Pú-
blica; 20) Protección Civil; 21) Salud y Asistencia Social; 22) Seguridad 
Pública; 23) Turismo; 24) Uso y Aprovechamiento de Bienes y Servicios 
Públicos; 25) Vialidad y Tránsito Urbanos, y 26) Vivienda.

De las doce primeras comisiones con que contó la Asamblea de Repre-
sentantes, el legislador de 1995 estableció más del doble. Adicionalmente, 
constituyó la Comisión de Estudios Legislativos y Prácticas Parlamentarias, 
a la que correspondía estudiar y dictaminar las propuestas de iniciativas de 
leyes o decretos que no fueran materia exclusiva de alguna comisión ordi-
naria.60

Las comisiones ordinarias se integrarían por los miembros electos por el 
Pleno de la Asamblea a propuesta de la Comisión de Gobierno, debiéndo-
se reflejar en su Mesa Directiva la pluralidad de la Asamblea.61 Los repre-
sentantes podían formar parte de las comisiones ordinarias o comités que 
juzgaran necesarias para el cabal desempeño de su función, pero dejarían 
de ser miembros de una comisión o comité cuando no acudieran, sin causa 
justificada, a cuatro reuniones consecutivas de dicha comisión o comité.

En sentido contrario a las comisiones permanentes, el legislador esta-
bleció a las comisiones de investigación, las jurisdiccionales y las especiales, 
como transitorias, y conocerían específicamente de los hechos que hubie-
ran motivado su integración. Las comisiones de investigación se integrarían 
para investigar el funcionamiento de las dependencias y entidades de la 
administración pública central, desconcentrada y paraestatal del Distrito 
Federal. Por su parte, las comisiones jurisdiccionales se integraban para los 

60		  En materia de práctica parlamentaria le correspondería preparar los proyectos de ley 
o decreto, para adecuar y perfeccionar las normas de las actividades legislativas, impulsar y 
realizar los estudios que versen sobre disposiciones normativas, regímenes y prácticas par-
lamentarias, así como desahogar las consultas respecto de la aplicación, interpretación e 
integración de la Ley Orgánica y del Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea 
y de los usos parlamentarios.

61		  En lo que se refiere a la integración de la pluralidad en la Mesa Directiva de las 
comisiones ordinarias, éstas se constituirían de tal manera a partir de la instalación de la II 
Legislatura de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal.
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efectos de las responsabilidades de los representantes. Finalmente, las comi-
siones especiales se integraban para tratar asuntos que no fueran competen-
cia de las comisiones ordinarias, de investigación o jurisdiccionales.

Con relación a los comités, éstos siguieron siendo cuatro, pero sin aten-
der los mismos asuntos. Las denominaciones que permanecieron fueron el 
Comité de Administración y el Comité de Asuntos Editoriales, y se agrega-
ron el de Atención Ciudadana y el de Bibliotecas.

3. Procedimiento legislativo

La Ley Orgánica de 1995 dedica tan sólo cuatro preceptos (del 70 al 
74) al procedimiento legislativo, un contraste con la importancia que el mis-
mo legislador le dio a dicha facultad en favor de la Asamblea. El primero 
de estos preceptos señaló que el derecho de iniciar leyes o decretos ante la 
Asamblea de Representantes sería competencia de: 1) los representantes a 
la Asamblea del Distrito Federal; 2) el jefe del Distrito Federal y, también, se 
le reconoce dicha facultad al presidente de los Estados Unidos Mexicanos; 
esto es, el titular del Ejecutivo federal podía iniciar este incipiente proceso 
legislativo.

En los subsecuentes artículos se delineó brevemente el procedimiento 
legislativo; se dispuso que toda iniciativa pasaría a la comisión respectiva 
para que la dictaminaran, y se precisó que las iniciativas desechadas por la 
Asamblea no podían volver a discutirse sino en el siguiente periodo de sesio-
nes ordinarias. Estableció una advertencia importante, que antes no existía, 
y que ahora contemplaba, también, la Constitución federal en el sentido de 
que para la interpretación, reforma o derogación de las leyes se observarían 
los mismos trámites establecidos para su formación.

Los proyectos de leyes o decretos que expidiera la Asamblea se remiti-
rían para su promulgación al presidente de la República, quien contaba con 
la facultad de hacer observaciones y devolver los proyectos dentro de los 
siguientes diez días hábiles con esas observaciones, a no ser que, corriendo 
este término, hubiera la Asamblea cerrado o suspendido sus sesiones, en 
cuyo caso la devolución debía hacerse el primer día hábil en que la Asam-
blea se reuniera. De no ser devuelto en ese plazo, se entendería aceptado 
y se procedería a su promulgación. El proyecto devuelto con observaciones 
debía ser discutido de nuevo por la Asamblea.

Si se aceptaran las observaciones o si fuera confirmado por las dos ter-
ceras partes del número total de votos de los representantes presentes en la 
sesión, el proyecto sería ley o decreto, y se enviaría en los términos aproba-
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dos para su promulgación. Finalmente, estableció, como resulta lógico, que 
las leyes y decretos que expidiera la Asamblea para su debida aplicación y 
observancia serían publicados en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, y para 
su mayor difusión también se publicarían en el Diario Oficial de la Federación.

4. Gestión social, consulta y audiencias públicas

Concluiremos este apartado pasando revista brevemente a tres proce-
dimientos que se regularon en el Reglamento para el Gobierno Interior de 
la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, y que son importantes 
para entender la naturaleza de este órgano de representación, como son la 
gestión social, la consulta y las audiencias públicas.62

Con relación a la gestión social, el propio Reglamento la definía como 
la acción a través de la cual la Asamblea, por medio del Pleno, del Co-
mité de Atención, Orientación y Quejas Ciudadanas, de los Módulos de 
Atención, Orientación y Quejas Ciudadanas o alguno de los representantes, 
demanda de la autoridad administrativa competente la realización, conti-
nuación o suspensión de una acción pública relacionada con los intereses 
de la colectividad o con los derechos de los habitantes del Distrito Federal, 
señalándola como una función gratuita.

El procedimiento para dar trámite a las quejas presentadas por los ha-
bitantes del Distrito Federal consistía en que la petición o queja de los par-
ticulares podía presentarse ante la Asamblea, la Oficialía de Partes o di-
rectamente al Comité de Atención, Orientación y Quejas Ciudadanas, o 
bien ante los Módulos de Atención, Orientación y Quejas Ciudadanas por 
escrito y contener los datos que hicieran posible la identificación del peti-
cionario, a fin de que se le informara oportunamente sobre los trámites y 
resoluciones de que fuera objeto su petición.

La petición se registraba, y se preparaba una síntesis de aquellas, con la 
que se daría cuenta al Pleno o, durante lo recesos, a la Comisión de Gobier-
no. Si la petición podía satisfacerse por el propio comité o por los módulos, 
se tramitaría de inmediato, y así lo hacía saber por escrito al peticionario. 

62		  “La Asamblea de Representantes no es un congreso local ni un ayuntamiento, pero 
ha demostrado, a través de sus facultades… y sus atribuciones de consulta y gestoría, que 
no sólo es un órgano que está atento al devenir cotidiano de los problemas de la capital, 
sino que es además un foro de discusión, debate, concertación y consenso de los asuntos 
políticos que mayor relevancia tienen para la misma”. Cfr. Trejo Hernández, Miguel; Cedi-
llo Hernández, Ángel y Jiménez, Francisco Javier, Perfiles y semblanza política de la Asamblea de 
Representantes…, cit., p. 3.
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De lo contrario, la petición era turnada a la comisión correspondiente, in-
formando al Pleno o, en los recesos, a la Comisión de Gobierno.

El Comité de Atención, Orientación y Quejas Ciudadanas, así como las 
comisiones a las que se turnaran las peticiones o quejas, tendría que acordar 
la acción correspondiente en un plazo máximo de quince días. Dicha Comi-
sión estudiaría la petición o queja, y cuando la atención de esta requería su 
presentación al Pleno, elaboraba la propuesta correspondiente.

Asimismo, la Comisión, una vez realizadas las gestiones, informará al 
Comité de Atención, Orientación y Quejas Ciudadanas, de las acciones que 
se llevaron a cabo, para su control y seguimiento.

Para la gestión de las demandas de los habitantes del Distrito Federal, 
los representantes a la Asamblea podían dirigirse a las autoridades corres-
pondientes, las que tendrían que atender la petición e informar al repre-
sentante de los trámites o acciones que la autoridad administrativa hubiera 
acordado.

Como puede advertirse, la función de gestoría era una parte importante 
de las actividades que realizó la Asamblea de Representantes. Este Regla-
mento diversificó las formas de presentación de las quejas y solicitudes, pero 
ello también, a nuestro juicio, implicó una mayor burocratización de un 
trámite que debía ser expedito.

Por otra parte, también la Asamblea seguiría conservando la facultad 
de convocar a consulta pública sobre asuntos de su competencia y mediante 
acuerdo de la mayoría de sus miembros para conocer la opinión de los ha-
bitantes del Distrito Federal sobre un asunto determinado.63

La consulta pública a la que la Asamblea de Representantes podía con-
vocar podía abarcar todo el Distrito Federal o una de sus demarcaciones 
o comprender uno o varios sectores de la población y una o varias mate-
rias específicas que estuvieran vinculadas, de acuerdo con los objetivos que 
aquélla hubiera fijado en la convocatoria.

La comisión correspondiente de la Asamblea de Representantes fijaría 
las bases de la consulta pública mediante convocatoria; llevaría la conduc-
ción; realizaría el análisis de los resultados y presentaría las conclusiones 
al Pleno. Para la elaboración de la convocatoria, la comisión debía tomar 
en consideración los siguientes elementos: 1. Considerandos y propósitos; 
2. Materia objeto de la consulta; 3. Propuesta de los ciudadanos, organiza-
ciones y agrupaciones convocadas; 4. Fechas y los lugares en que habrán 

63		  En los recesos del Pleno, correspondería a la Comisión de Gobierno autorizar la con-
sulta pública, a petición escrita de alguna comisión donde fijaran los propósitos y objetivos 
de la misma.
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de celebrarse las audiencias, y 5. Normas que regirán el desarrollo de la 
consulta pública.

Una vez conocidas las conclusiones de la consulta pública, el presidente 
de la Asamblea ordenaría publicar los resultados de aquella en por lo me-
nos dos diarios de cobertura nacional, para dar a conocer a la ciudadanía 
del Distrito Federal las acciones que con base en esta llevaría a cabo la pro-
pia Asamblea. Simultáneamente, se enviaría a la autoridad correspondiente 
para que fueran aplicadas en el ámbito de su competencia.

En este contexto, resulta muy interesante y puede verse como una in-
novación lo señalado en el artículo 123 del Reglamento que venimos co-
mentando, y que señalaba como una obligación de la Asamblea de Repre-
sentantes, instalar una red informática con terminales en cada delegación 
política que permitiera a los ciudadanos, obtener información inmediata y 
detallada acerca del proceso legislativo y, también, a los representantes, co-
nocer de manera directa las opiniones e iniciativas de los ciudadanos.

La realización de consultas públicas constituía una de las facultades más 
importantes de la Asamblea que el Reglamento de 1995 precisó, detalló y 
amplió con relación a la legislación de los años ochenta.

Finalmente, el Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal, de mayo de 1995, mantuvo la obli-
gación de sus integrantes, de realizar audiencias en su distrito o circunscrip-
ción por lo menos una vez al mes.

Las audiencias públicas se celebrarían, de preferencia, en plazas, jar-
dines o locales de fácil acceso, a fin de propiciar el acercamiento con la 
población. Las autoridades de la administración pública local deberían pro-
porcionar a los representantes, a través de la Comisión de Gobierno, las 
facilidades necesarias para la celebración de estas audiencias, y cada repre-
sentante tendría que presentar un informe anual por escrito a dicha Comi-
sión en agosto de cada año. En el informe se asentaban los resultados de su 
acción en materias de consulta, promoción, gestoría y supervisión en favor 
de la comunidad.

5. Productos normativos de la Asamblea de Representantes

La anterior fue la legislación que reguló la estructura y organizó los 
procedimientos desarrollados por la Asamblea de Representantes, creada 
mediante reforma constitucional de 1987, y que existió, como hemos afir-
mado, de 1988 a 1997, periodo en el que trabajó durante tres legislaturas, a 
saber: de 1988 a 1991; de 1992 a 1994 y de 1994 a 1997.
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A pesar de la escasa información que hay con relación a las normas 
aprobadas por este primer órgano de representación de la capital del país, 
y que subsistió durante casi una década, a continuación ofrecemos lo que 
podemos denominar como la Memoria Legislativa de la Asamblea de Re-
presentantes del Distrito Federal.64

Primera legislatura de 1988-1991

Disposición
Fecha de publicación 
en el Diario Oficial 
de la Federación

1 Reglamento para el Gobierno Interior de la ARDF. 29/04/1991

2 Reglamento de Tránsito del Distrito Federal. 09/08/1989

3 Reglamento para el Funcionamiento de Establecimien-
tos Mercantiles y Celebración de Espectáculos Públicos 
del Distrito Federal.

31/07/1989

4 Reglamento para el Servicio de Limpia del Distrito Fe-
deral. 27/07/1989

5 Reglamento para del Servicio de Agua y Drenaje del 
Distrito Federal. 25/01/1990

6 Reglamento para la Atención de Minusválidos en el 
Distrito Federal. 16/02/1990

7 Reglamento de Reclusorios y Centros de Readaptación 
Social. 20/02/1990

8 Reglamento de Protección Civil para el Distrito Federal 20/08/1990

9 Reglamento de Transporte Urbano de Carga para el 
Distrito Federal. 23/07/1990

10 Reglamento para la Protección de los No Fumadores 
en el Distrito Federal. 06/08/1990

11 Reglamento de la Medalla al Mérito Ciudadano de la 
Asamblea de Representantes del Distrito Federal. 23/01/1991

12 Reglamento de Estacionamientos Públicos del Distrito 
Federal. 27/03/1991

64		  Para la elaboración de estos cuadros hemos realizado una búsqueda exhaustiva en 
Internet, que hemos completado con los artículos de Brasdefer Hernández, Gloria, “Primera 
Asamblea de Representantes del Distrito Federal”, cit., González Fernández, José Antonio, 
“Las competencias legislativas locales del Congreso de la Unión y la Asamblea de Represen-
tantes del Distrito Federal”, op. cit., y Flores Molina, Oscar, La reforma política del Distrito Federal, 
México, Instituto Electoral del Distrito Federal, 2001.
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Segunda legislatura de 1991-1994

Disposición Publicación en el Diario 
Oficial de la Federación 

1 Bando mediante el que se abroga y en consecuencia ce-
san los efectos de diversos reglamentos aplicables en el 
territorio del Distrito Federal.

26/05/1992

2 Ordenanza por la cual se determina zona de alta segu-
ridad de las instalaciones del Organismo descentraliza-
do Sistema de Transporte Colectivo Metro.

06/01/1993

4 Reforma y adiciones al Reglamento de Tránsito del 
Distrito Federal.

16/02/1993
(Fe de erratas 19/2/1993

5 Bando por el que se prohíbe el ejercicio del comercio en 
la vía pública en puestos fijos, semifijos y de cualquier 
otro tipo en las calles comprendidas dentro del períme-
tro determinado por el DDF, para la primera fase del 
desarrollo del programa de mejoramiento del comercio 
popular.

12/07/1993

6 Reglamento de Construcciones para el Distrito Federal. 02/08/1993

7 Reforma al Reglamento de Agua y Drenaje para el Dis-
trito Federal. 06/08/1993

8 Reglamento Gubernativo de Justicia Cívica para el Dis-
trito Federal. 27/07/1993

9 Reforma al Reglamento de Construcciones para el Dis-
trito Federal. 15/07/1994

Tercera a legislatura de 1994-1997

Disposición
Fecha de publicación 
en el Diario Oficial 
de la Federación

1 Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito 
Federal. 30/12/1994

2 Ley de Ingresos del Distrito Federal para el Ejercicio 
Fiscal 1995. 31/12/1994

3 Presupuesto de Egresos del Distrito Federal para el 
Ejercicio Fiscal 1995. 31/12/1994

4 Código Financiero del Distrito Federal 31/12/1994
31/12/1996

5 Ley Orgánica de la Asamblea de Representantes del 
Distrito Federal. 12/04/1995
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6 Reformas al Reglamento de la Medalla al Mérito Ciu-
dadano de la Asamblea del Distrito Federal. 12/5/1995

7 Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea 
de Representantes del Distrito Federal. 17/05/1995

8 Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal. 12/6/1995

9 Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda de 
la Asamblea de Representantes. 14/6/1995

10 Ley del Deporte para el Distrito Federal. 6/11/1995

11 Decreto que dispone la obligación de los editores y pro-
ductores de materiales bibliográficos, documentales, 
magnéticos y digitales, de entregar un ejemplar de sus 
obras a la Comisión de Ciencia, Tecnología e Informá-
tica y al Comité de Bibliotecas, de la Asamblea de Re-
presentantes del Distrito Federal.

13/11/1995

12 Reglamento Interior de la Contaduría Mayor de Ha-
cienda de la Asamblea de Representantes del Distrito 
Federal.

27/11/1995

13 Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 
Distrito Federal. 19/12/1995

14 Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Fede-
ral. 19/12/1995

15 Ley de Transporte del Distrito Federal. 20/12/1995

16 Ley para las Personas con Discapacidad del Distrito Fe-
deral. 19/12/1995

17 Ley de Ingresos del Distrito Federal, para el ejercicio 
fiscal 1996. 30/12/1995

18 Presupuesto de Egresos del Distrito Federal, para el ejer-
cicio fiscal 1996. 30/12/1995

19 Ley de Protección Civil para el Distrito Federal. 2/2/1996

20 Reformas a Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Distrito Federal. 2/2/1996

21 Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Dis-
trito Federal. 7/2/1996

22 Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal. 7/2/1996

23 Ley para el funcionamiento de establecimientos mer-
cantiles en el Distrito Federal. 29/5/1996

24 Ley de Asistencia y Prevención de la Violencia intra-
familiar. 9/7/1996

25 Ley Ambiental del Distrito Federal. 9/7/1996

26 Programa General de Desarrollo Urbano del Distrito 
Federal. 15/7/1996
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27 Ley de Protección Civil del Distrito Federal. 2/2/1996

28 Ley del Fondo de Apoyo a la Administración de Justicia 
del Distrito Federal. 23/12/1996 *

29 Ley del Régimen Patrimonial y del Servicio Público. 23/12/1996*

30 Reformas a la ley para el Funcionamiento de Estableci-
mientos Mercantiles en el Distrito Federal.

20/12/1996*
*(Fe de erratas GODF)

13 /1/1997)

31 Ley de Fomento para el Desarrollo Económico del Dis-
trito Federal. 26/12/1996

32 Ley de Ingresos del Distrito Federal para el ejercicio fis-
cal 1997. 31/12/1996

33 Presupuesto de Egresos del Distrito Federal para el ejer-
cicio fiscal 1997. 31/12/1996

34 Ley para la celebración de espectáculos públicos en el 
Distrito Federal. 13/1/1997

35 Decreto de reformas y adiciones a diversas disposicio-
nes de la Ley de Transporte del Distrito Federal. 18/6/1997

36 Decreto por el que se adiciona y reforma el Reglamento 
para el Gobierno Interior de la Asamblea de Represen-
tantes del Distrito Federal.

18/6/1997

37 Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley Orgánica del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal.

18/6/1997

38 Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley del Régimen Patrimonial y del 
Servicio Público.

18/6/1997

39 Ley de la Defensoría de Oficio del Distrito Federal. 18/6/1997
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Segunda parte

I. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal

1. Preliminar

Antes de abordar el tema de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; 
esto es, de la segunda asamblea para un Distrito Federal, es necesario hacer 
algunas precisiones de cómo desarrollaremos este apartado, en virtud de que 
se trata del órgano que precedió al actual Congreso de la Ciudad de México 
y tuvo una duración de más de dos décadas de existencia y trabajo institu-
cional.

En un primer momento destacaremos las partes más importantes de su 
primera Ley Orgánica de 1999, estableciendo algunas de las diferencias más 
significativas con la anterior Ley de la Asamblea de Representantes de 1995. 
Veremos, además, los contenidos esenciales de la Ley Orgánica de 2002, des-
tacando las reformas más significativas hasta su abrogación. Subrayaremos 
diversas aportaciones de la legislación aprobada por la Asamblea Legislativa 
durante su amplio periodo de existencia, para dar paso, en el siguiente ca-
pítulo, al análisis de la estructura y funciones del Congreso de la Ciudad de 
México.

2. Contexto político en el que surge y se desarrolla 
la Asamblea Legislativa

El 22 de agosto de 1996, bajo la presidencia de Ernesto Zedillo, se pu-
blicó una nueva reforma política en el ámbito del Distrito Federal,65 que, 
entre otras cosas, establecería la elección directa, mediante voto universal, 
libre, directo y secreto del jefe de Gobierno del Distrito Federal, nombrado 
así, desde entonces y hasta nuestros días. Pero, para el tema que nos ocu-

65		  La cual fue aprobada por unanimidad en el Congreso de la Unión. Cfr. Treviño Abat-
te, Amado, “Pasado, presente y fututo de la Asamblea de Representantes del Distrito Fede-
ral”, Quórum. Publicación Mensual del Instituto de Investigaciones Legislativas de la Cámara de Diputados, 
segunda época, año VI, núm. 56, agosto de 1997, p. 35.
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pa, modificó nuevamente el artículo 122 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que transformó el nombre de Asamblea de Re-
presentantes por el de Asamblea Legislativa del Distrito Federal; este nuevo 
órgano de representación capitalina tendrá una duración de más de veinte 
años, el doble que su antecesora, de 1997 a 2018, periodo en el que se desa-
rrollaron siete legislaturas, que para una mejor comprensión ordenaremos 
en el cuadro siguiente.

Legislatura Años

I 1997-2000

II 2000-2003

III 2003-2006

IV 2006-2009

V 2009-2012

VI 2012-2015

VII 2015-2018

Desde una posición retrospectiva, puede advertirse que dichos años 
constituyen un periodo muy significativo para la vida social y política del 
país y, especialmente, de su capital; en 1997, Cuauhtémoc Cárdenas Solór-
zano es electo como el primer jefe de Gobierno del Distrito Federal para el 
trienio 1997-2000, bajo las siglas de un partido político distinto al PRI; esto 
es, el partido que lo postuló fue el PRD (Partido de la Revolución Demo-
crática); a su toma de posesión asistió el presidente de la República Ernesto 
Zedillo, el mismo titular del Ejecutivo, que en 2000 entregaría la banda 
presidencial a Vicente Fox Quesada, el primer presidente de la República 
postulado por el PAN (Partido Acción Nacional).

De septiembre de 1999 a diciembre de 2000 llegaría Rosario Robles, 
bajo la figura de jefa de Gobierno sustituta, la primera mujer que goberna-
ría al Distrito Federal, ya que el ingeniero Cárdenas buscaría, sin éxito, la 
Presidencia de la República.

En ese mismo año resultó electo, como jefe de Gobierno del Distrito 
Federal, Andrés Manuel López Obrador, para el sexenio 2000-2006; por 
primera vez en la historia de México los titulares de la Presidencia de la 
República y de Jefatura de Gobierno de la capital del país accederían al po-
der bajo las siglas de dos partidos distintos al PRI (Partido Revolucionario 
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Institucional). A partir de ese año y hasta 2018, los jefes de Gobierno del 
Distrito Federal emanarían del PRD, partido que, al mismo tiempo, contó 
con mayoría absoluta en cuatro de las siete legislaturas antes mencionadas 
(I, III, IV y VI). En dos, la II y la V, contaría con mayoría relativa. Diferen-
cia notable con la Asamblea de Representantes, que fue de mayoría priísta. 
En la VII y última Legislatura, el fenómeno político de Morena contaría 
con mayoría relativa.

Una vez el periodo de los gobiernos emanados del PRD, asumiría como 
jefa de Gobierno de la Ciudad de México la primera mujer electa, Claudia 
Sheinbaum Pardo, para el periodo 2018 a 2023, sexenio que no concluiría, 
por ser postulada por Morena como su candidata a la Presidencia de la 
República, que a la postre ganaría, convirtiéndose así en la primera mujer 
presidenta de la República para el sexenio que abarcaría de 2024 a 2030.

3. Inicio de la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal. Regulación

Después de la reforma constitucional de 1996, que renombró a la 
Asamblea para convertirla en Asamblea Legislativa del Distrito Federal, 
sustituyendo la palabra “representativa” por “legislativa”, a nuestro juicio, 
los cambios fueron legislativamente exiguos, pero la sustitución del nombre 
constituyó un cambio significativo para una mejor comprensión, en la po-
blación, de este órgano —que no dejó de ser representativo, desde luego—; 
también fueron adjetivados tanto sus representantes como sus procedimien-
tos con el término “legislativos”. Tal vez para dar una idea de que la función 
legislativa tendría una mayor importancia; lo que no fue así, pues la Ley 
Orgánica anterior, de 1995, había ampliado, como vimos anteriormente, 
por la vía del artículo 11, dicha facultad. Nuevamente, este precepto sería 
repetido, “textualmente”, en la Ley Orgánica de esta Asamblea de 1999.

La primera Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del Distrito Fede-
ral se publicó en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 24 de mayo de 1999. 
Se integró por 108 artículos y nueve transitorios, que se dividieron en cinco 
títulos, dieciséis capítulos, ordenados de la siguiente manera: título prime-
ro: Disposiciones generales; capítulo único; Disposiciones generales. Título 
segundo: De su naturaleza y atribuciones; capítulo I. De la naturaleza de 
la Asamblea; capítulo II. De las atribuciones de la Asamblea; capítulo III. 
Del estatuto de los diputados. Título tercero: De la organización y funcio-
namiento de la Asamblea Legislativa; capítulo I. De la instalación de la 
Asamblea; capítulo II. De la Mesa Directiva; capítulo III. De la Comisión 
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de Gobierno; capítulo IV. De las comisiones; capítulo V. De los comités; 
capítulo VI. De la diputación permanente; capítulo VII. De las unidades 
administrativas; capítulo VIII. De los grupos parlamentarios. Título cuarto: 
Del procedimiento legislativo; capítulo único: Del procedimiento legislativo. 
Título quinto: De los procedimientos de aprobación y ratificación; capítu-
lo I. Del nombramiento del jefe de Gobierno sustituto; capítulo II. De las 
aprobaciones y ratificaciones de los magistrados; capítulo III. Del nombra-
miento del presidente y de los consejeros de la Comisión de Derechos Hu-
manos del Distrito Federal.

Con relación a su antecesora de 1995, fueron más las coincidencias y 
pocos los cambios que se podían considerar significativos, como veremos a 
continuación. La fragilidad de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa 
la podemos medir, porque fue rápidamente sustituida por otra Ley Orgá-
nica, en diciembre de 2002, que fue ampliamente reformada, por no decir 
“parchada”, y que fue la que subsistió hasta 2018.

De igual forma que su antecesora, se asumió como una ley que orga-
nizaba la Asamblea Legislativa conforme a las bases del artículo 122 de la 
Constitución federal, señalando que la residencia de dicha Asamblea segui-
ría siendo el Distrito Federal, y que correspondía al presidente de la Mesa 
Directiva salvaguardar la inviolabilidad del recinto.

Lo que sí cambió en esta primera Ley Orgánica de la Asamblea Legis-
lativa fue la denominación que se les dio a los legisladores, que en su mo-
mento fueron referidos como “representantes”, y que ahora, en esta Ley, se 
les denominaría “diputados”, quienes, desde luego, gozaban de fuero y eran 
inviolables por las opiniones que manifestaran en el ejercicio de su encargo.

La Asamblea Legislativa seguiría contando prácticamente con las mis-
mas facultades, que se vieron ampliadas, en esta Ley Orgánica, por virtud 
de la reforma al artículo 122 de la Constitución, de 1996, mediante la cual 
el Constituyente Permanente creó la jurisdicción electoral para el Distrito 
Federal. De tal manera que seguiría conservando las facultades de conocer 
y calificar la renuncia del jefe de Gobierno del Distrito Federal, la cual sólo 
podía aceptarse por motivos graves, y conceder, en su caso, las licencias que 
éste solicitara, y designar, en caso de falta absoluta por renuncia o por cual-
quiera otra causa, un sustituto que terminara el encargo, así como recibir, 
en la apertura del primer periodo de sesiones ordinarias, el informe anual 
sobre el estado que guardara la administración pública del Distrito Federal 
que por escrito presentara el jefe de Gobierno del Distrito Federal.

Además, tendría a su cargo elegir a los magistrados del Tribunal Elec-
toral del Distrito Federal, propuestos por el Tribunal Superior de Justicia 
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del Distrito Federal, con el voto de las dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Asamblea Legislativa. En el anterior contexto también le co-
rrespondería elegir a los miembros del Consejo General del Instituto Elec-
toral del Distrito Federal.

Con base en esta Ley Orgánica, ya no solamente aprobaría la propuesta 
del presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, 
sino también le tocaría designar a los consejeros de ésta. Designaría, asi-
mismo, a dos consejeros de la Judicatura del Distrito Federal, además de 
remover o designar a los titulares de la Contaduría Mayor de Hacienda de la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

Como sucedía, de acuerdo con la anterior Ley Orgánica de 1995, tam-
bién la Ley de 1999, durante el segundo periodo de sesiones ordinarias, re-
cibiría ante el Pleno de la Asamblea Legislativa los informes por escrito de 
los resultados anuales de las acciones del procurador general de Justicia del 
Distrito Federal; el servidor público que tuviera a su cargo el mando directo 
de la fuerza pública en el Distrito Federal; del presidente de la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal, y, a partir de la Ley de 1999, del 
contralor general de la Administración Pública del Distrito Federal.

No obstante estas facultades, el Congreso de la Unión seguía teniendo 
incidencia de manera directa en las funciones de la Asamblea Legislativa 
para examinar y aprobar el presupuesto, lo que obligaba a una estrecha re-
lación entre ambos órganos representativos.

La definición sobre los ámbitos de competencia entre la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal y el Congreso de la Unión —según González 
Oropeza— tuvo que darse en el ámbito jurisdiccional, a través de la Acción 
de inconstitucionalidad 5/99, del 11 de marzo de 1999, que resolvió el Ple-
no de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y en la que se sentaron 
varias tesis firmes de jurisprudencia que definieron la subordinación de la 
actividad legislativa de la Asamblea a la del Congreso de la Unión, cuando 
éste desarrollara facultades relativas al Distrito Federal, de acuerdo con la 
Constitución federal.66

De esta manera, el Distrito Federal, a pesar del cambio de nombre a la 
Asamblea, seguía siendo la única entidad federativa en la que dos niveles de 
gobierno (el federal y el local) participaban en su administración; esto es, lo 
que hemos llamado la “tutela legislativa federal” seguiría presente, en me-
nor grado, si se quiere, en el gobierno de la capital del país.

66		  González Oropeza, Manuel, “Comentarios al artículo 122 de la Constitución”, Dere-
chos del pueblo mexicano. México a través de sus Constituciones, t. VI, México, LXI Legislatura de la 
Cámara de Diputados-Miguel Ángel Porrúa, 2002, p. 202.
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4. Estatuto de los ahora diputados

Como hemos afirmado, en la Ley Orgánica que venimos analizando, la 
referencia a los legisladores se hizo con el término de “diputados”, y en tal 
sentido creemos importante señalar cuál fue el estatuto de éstos que previó 
el capítulo III, muy parecido al de la ley que le antecedió.

En el rubro de los derechos, los diputados de la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal tenían los siguientes: 1) elegir y ser electos para integrar las 
comisiones, los comités y la Mesa Directiva de la Asamblea; 2) formar parte 
de un grupo parlamentario; 3) participar en los trabajos, deliberaciones, de-
bates, comparecencias y, en general, en los procedimientos previstos en este 
ordenamiento; 4) iniciar leyes y decretos ante la Asamblea e intervenir en las 
discusiones y votaciones de los mismos conforme a lo establecido en el Re-
glamento para el Gobierno Interior; 5) proponer al Pleno de la Asamblea, 
iniciativas de leyes y decretos al Congreso de la Unión en las materias rela-
tivas al Distrito Federal; 6) presentar proposiciones y denuncias; 7) gestio-
nar ante las autoridades la atención de las demandas de sus representados; 
8) supervisar a la administración pública del Distrito Federal; 9) orientar 
a los habitantes del Distrito Federal acerca de los medios jurídicos y admi-
nistrativos tendientes a hacer efectivos sus derechos individuales o sociales; 
10) representar a la Asamblea en los foros, consultas y reuniones nacionales 
o internacionales para los que fueran designados por el Pleno o por la Co-
misión de Gobierno; 11) contar con los apoyos administrativos y de aseso-
ría, dietas, asignaciones, prestaciones, franquicias y viáticos que les permitan 
desempeñar con eficacia y dignidad su encargo, los cuales se fijarán en el 
presupuesto de la Asamblea y conforme a la posibilidad financiera de la mis-
ma; 12) contar con el documento e insignia que los acredite como diputados.

Los diputados tendrían los deberes que aquí se enumeran: 1) rendir la 
protesta y tomar posesión de su encargo; 2) formar parte de una o varias 
comisiones o uno o varios comités de la Asamblea; 3) cumplir con diligen-
cia los trabajos que les fueran encomendados por el Pleno, la Comisión de 
Gobierno, la Diputación Permanente, las comisiones y los comités; 4) ob-
servar las normas de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, del Estatuto, la Ley Orgánica y del Reglamento para el Gobierno 
Interior de la Asamblea Legislativa; 5) responder por sus actos y omisiones 
en los términos de las normas comprendidas en el título cuarto de la Cons-
titución mexicana; 6) representar los intereses de los ciudadanos y promo-
ver y gestionar la solución de los problemas y necesidades colectivos ante 
las autoridades competentes; 7) realizar audiencias mensuales en el distrito 
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o circunscripción en que hubieran sido electos; 8) asistir con puntualidad 
a las sesiones del Pleno de la Asamblea, de la Diputación Permanente y de 
las comisiones o comités a los que pertenezcan, así como emitir su voto en 
aquellos asuntos que lo requieran; 9) informar semestralmente a la Asam-
blea del cumplimiento de sus obligaciones, y 10) acatar las disposiciones 
del Pleno y de la Mesa Directiva.

Conforme la Asamblea de Representantes pasó a ser Asamblea Legis-
lativa, esto es, consolidándose como orgáno interno que fue adquiriendo 
mayores atribuciones, fue la Comisión de Gobierno que, de acuerdo con la 
Ley que venimos glosando, se integraría de la misma manera que lo indica-
ba su antecesora por los coordinadores de cada uno de los diversos grupos 
parlamentarios, más otros diputados del grupo mayoritario, y se elegiría, de 
igual manera, en la sesión inicial del primer periodo de sesiones ordinarias 
de cada Legislatura.67

Dentro de sus facultades encontramos las que a continuación señala-
mos, y que consideramos las más importantes: 1) suscribir acuerdos rela-
tivos a los asuntos que se desahoguen en el Pleno; 2) proponer a los inte-
grantes de las comisiones y comités; 3) proponer el proyecto de presupuesto 
anual de la Asamblea; 4) convocar, durante los recesos, a sesión extraordi-
naria para efecto de que la Asamblea Legislativa califique las causas de la 
renuncia del jefe de Gobierno del Distrito Federal; 5) deliberar sobre las 
propuestas de los grupos parlamentarios respecto al consejero presidente 
y los consejeros electorales del Consejo General del Instituto Electoral del 
Distrito Federal, procurando el consenso necesario para la elección por el 
Pleno de la Asamblea; 6) proponer a la Asamblea dos consejeros de la Judi-
catura del Distrito Federal; 7) programar, conjuntamente con el presidente 
de la Mesa Directiva, los trabajos de los periodos de sesiones; 8) convocar a 
sesiones extraordinarias; 9) recibir, durante los recesos, las iniciativas de ley 
y proposiciones dirigidas a la Asamblea y turnarlas para dictamen a las co-
misiones competentes, a fin de que se discutan y aprueben, en su caso, en el 
inmediato periodo de sesiones; 10) recibir, dentro de los diez primeros días 
del mes de junio, la cuenta pública del año anterior; 11) acordar la celebra-
ción de sesiones públicas y elaborar la agenda de los asuntos políticos y de 
trámite que se tratarían en éstas.

67		  Sobre el proceso evolutivo del Distrito Federal, puede verse Rosique Cañas, José Anto-
nio, “Ciudad de México: evolución y perspectiva de la forma de gobierno gobiernos locales”, 
Democracia y Reforma del Estado. Memoria del 2o. Congreso, Red de Investigadores en Gobiernos 
Locales de México, pp. 180-202. También Martínez Assad, Carlos, “La Ciudad de México y 
el cambio incumplido”, Democracia y Reforma del Estado. Memoria del 2o. Congreso, Red de Inves-
tigadores en Gobiernos Locales de México, pp. 163-179.
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Las anteriores facultades tenían relación con las funciones sustantivas 
de la Asamblea Legislativa; no obstante, poseía otras dos, relativas a los 
nombramientos de la estructura administrativa de la Asamblea, que tam-
bién eran relevantes, tales como: 1) designar o suspender provisionalmente 
a los titulares de la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legis-
lativa del Distrito Federal; 2) proponer a los titulares de la Oficialía Mayor, 
Tesorería General, Contraloría General, Coordinación General de Comu-
nicación Social y del Instituto de Investigaciones Legislativas de la Asam-
blea Legislativa del Distrito Federal (dicho instituto constituyó también una 
innovación en esta Ley, que abordaremos más adelante).

Como puede advertirse, esta Comisión se fue fortaleciendo en sus fun-
ciones, a la par que fue cambiando la Asamblea y terminó por convertirse 
en el centro neurálgico en la toma de decisiones políticas y administrativas 
de este órgano de representación.

5. Diputación permanente. Una novedad 
para el órgano legislativo del Distrito Federal

Un orgáno que sí constituyó una novedad en la Ley Orgánica de 1999, 
y que no se reguló en la Ley Orgánica de 1995, fue la Diputación Perma-
nente, no así los dos peridos de sesiones que seguirían siendo los mismos 
que la Ley anterior de 1995. El día de la clausura de cada periodo ordinario 
de sesiones, los grupos parlamentarios tenían que nombrar una diputación 
permanente, que debería instalarse el primer día hábil después de conclui-
do el periodo ordinario de sesiones, y que funcionaría hasta la apertura del 
siguiente periodo ordinario de sesiones.

Dicha diputación fue concebida como un órgano deliberativo que se-
sionaría durante los recesos de la Asamblea, estaría conformada por trece 
integrantes, a saber: siete diputados del grupo legislativo mayoritario y los 
restantes seis de acuerdo con la representación de cada uno de los grupos 
parlamentarios presentes en la Asamblea Legislativa.68

Dentro de las facultades que tendría este órgano deliberativo destacan 
las siguientes: 1) conocer y deliberar con antelación a que la Comisión de 
Gobierno sesione para adoptar las resoluciones provisionales que procedan 
sobre propuestas, nombramientos, ratificaciones o elecciones, según sea el 

68		  Sobre el tema puede verse Muñiz Toledo, Rogelio, “La Diputación Permanente en 
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal (antecedentes históricos y aspectos teóricos)”, 
Asamblea. Órgano de Difusión de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, Primera Legislatura, 
núm. 28, segunda época, vol. 3, enero de 2000, pp. 5-10.
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caso, respecto a magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distri-
to Federal, magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del 
Distrito Federal; magistrados del Tribunal Electoral del Distrito Federal, 
consejeros de la Judicatura del Distrito Federal, y consejeros del Consejo 
General del Instituto Electoral del Distrito Federal; 2) aprobar provisional-
mente, en los periodos de recesos, la propuesta de presidente de la Comisión 
de Derechos Humanos del Distrito Federal y de sus consejeros; 3) aprobar 
provisionalmente, durante los recesos, las propuestas de la Comisión de Go-
bierno respecto de los titulares de la Oficialía Mayor, Tesorería General, 
Contraloría General, Coordinación General de Comunicación Social y el 
Instituto de Investigaciones Legislativas de la Asamblea Legislativa.

Las sesiones de la Diputación Permanente tendrían lugar por lo menos 
una vez a la semana, en los días y hora que señalara su Mesa Directiva. 
Para sesionar se requería la asistencia de por lo menos siete de sus integran-
tes, debiendo estar presente el presidente o, en su caso, el vicepresidente, y 
adoptaría sus resoluciones por mayoría de votos de sus miembros presentes.

6. Comisiones

Las comisiones seguirían siendo del mismo tipo que señaló la Ley Or-
gánica de 1995; esto es, Comisión de Gobierno; de Análisis y Dictamen 
Legislativo; de Vigilancia de la Contaduría Mayor de Hacienda; de Investi-
gación; Jurisdiccionales, y Especiales. Lo que sí resulta innovador es el seña-
lamiento que hace el artículo 46 de la Ley Orgánica de 1999, al señalar que 
cada comisión tendría una secretaría técnica, que estaría bajo la dirección 
del presidente de la misma, a la que correspondería apoyar los trabajos de 
la comisión respectiva, en los términos que disponía el Reglamento para el 
Gobierno Interior de la Asamblea Legislativa.

Con relación a las comisiones ordinarias, habría algunos cambios, 
mientras que la Ley anterior estableció 26, la legislación de 1999 consagró 
34. La novedades fueron la incorporación de este tipo de comisiones para 
las siguiente temáticas: 1) atención a la tercera edad, jubilados y pensiona-
dos; 2) desarrollo social; 3) equidad y género; 4) derechos e integración de 
las personas con discapacidad, y 5) protección al empleo y previsión social. 
También se estableció la Comisión de Juventud, que se escindió de la de De-
porte y Recreación y la de Fomento Cultural, que se separó de la Comisión 
de Educación.

Las comisiones ordinarias se integrarían por los miembros electos por el 
Pleno de la Asamblea Legislativa a propuesta de la Comisión de Gobierno, 
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y contarían con una Mesa Directiva, debiéndose reflejar en ella la plurali-
dad de la Asamblea.

Las comisiones tomarían sus decisiones por mayoría de votos de sus 
miembros presentes, y, desde luego, cuando alguno de los miembros de al-
guna comisión disintiera de la resolución adoptada, podía expresar su pa-
recer por escrito firmado, como voto particular, que debía remitir al presi-
dente de la Mesa Directiva a fin de que éste lo sometiera a consideración 
del Pleno.

Para el caso de los comités, serían los mismos que la Ley Orgánica de 
1995; es decir: administración; asuntos editoriales; atención, orientación y 
quejas ciudadanas y bibliotecas, a los que se sumó el de asuntos interna-
cionales. Los miembros integrantes de los comités, al igual que los de las 
comisiones, serían designados por el Pleno a propuesta de la Comisión de 
Gobierno.

7. Procedimiento legislativo

Con relación al procedimiento para la creación de leyes o decretos ante 
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, tenían competencia los diputa-
dos a la Asamblea del Distrito Federal; el jefe de Gobierno del Distrito Fe-
deral, y los ciudadanos del Distrito Federal, a través de la iniciativa popular, 
quienes podían presentar proyectos de leyes respecto de las materias de la 
competencia legislativa de la misma, salvo en las siguientes materias: a) tri-
butario, fiscal, así como de egresos del Distrito Federal; b) régimen interno 
de la administración pública del Distrito Federal; c) regulación interna de la 
Asamblea Legislativa y de su Contaduría Mayor de Hacienda; d) regulación 
interna de los tribunales de justicia del fuero común del Distrito Federal.

Existían, por decirlo que alguna manera, dos formas de sustanciar las 
iniciativas; las presentadas por los diputados y por el jefe de Gobierno pa-
sarían de inmediato a la comisión o a las comisiones respectivas para que 
se dictamine.69 Por otra parte, las iniciativas populares o ciudadanas se tur-
narían a una comisión especial integrada por miembros de las comisiones 
competentes en la materia de la propuesta, para el efecto de que verifique 
que se cumplan con los requisitos que la Ley de Participación Ciudadana 
establecía.

69		  Todo dictamen debía contener una parte expositiva de las razones en que se funde y 
concluir con proposiciones claras y sencillas que puedan sujetarse a votación. Esta redacción 
es prácticamente igual a la que usaba el Reglamento del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, de 1939, en sus artículos 87 a 89.
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Tales requerimientos eran: a) comprobar fehacientemente, mediante 
los nombres, firmas y claves de las credenciales de elector de los promoven-
tes que la iniciativa se encuentra apoyada por un mínimo del 1% de ciu-
dadanos inscritos en el Padrón Electoral vigente del Distrito Federal, cuyo 
cotejo realizará el Instituto Electoral del Distrito Federal; b) presentar la 
iniciativa por escrito y dirigirla a la Mesa Directiva de la Asamblea Legisla-
tiva; c) especificar que se trata de una iniciativa popular; d) que la iniciativa 
se refiriera a materias que sean de la competencia legislativa de la Asam-
blea; e) se presente con exposición de motivos, articulado y cumpla con los 
principios básicos de técnica jurídica; y f) los ciudadanos promoventes de la 
iniciativa tenían que nombrar a un representante, que debía ser informado 
por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal del proceso de aceptación 
o rechazo de la misma.

De ser procedente, la iniciativa popular o ciudadana se remitía a la 
Mesa Directiva o a la Comisión de Gobierno, en su caso, para que se diera 
el turno correspondiente. Es importante señalar que de no cumplir, la ini-
ciativa popular, con los requisitos establecidos, antes señalados, sería des-
echada.

Las reglas en torno al dictamen eran peculiares y dignas de referirse; la 
comisión respectiva elaboraría el dictamen para ser presentado ante el Ple-
no, de acuerdo con el Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea 
Legislativa de 1999,70 en un plazo no mayor de treinta días naturales a par-
tir de su recepción, salvo prórroga, que podía aprobar el Pleno a petición 
de la comisión.

70		  El Reglamento para el Gobierno Interior de la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 13 de septiembre de 1999, se com-
ponía de 149 artículos y seis transitorios. Título primero. Capítulo único. Disposiciones ge-
nerales; Título segundo. De la instalación de la Asamblea y de su funcionamiento; Capítulo 
I. De la instalación de la Asamblea y de sus grupos parlamentarios. Sección 1. De la comi-
sion instaladora. Sección 2. De los grupos parlamentarios. Capítulo II. De las comisiones y 
comités de la asamblea y de sus unidades administrativas; Primera parte. De las comisiones 
y comités de la asamblea y de sus unidades administrativas. Sección 1. De las comisiones y 
comités. Sección 2. De los comités. Segunda parte. De las unidades administrativas y sus 
funciones. Sección 1. De la Oficialía Mayor. Sección 2. De la tesorería. Sección 3. De la 
Contraloría General. Sección 4. De la Goordinación General de Comunicación Social. 
Sección 5. Del Instituto de Investigaciones Legislativas. Capítulo III. De los órganos de la 
Asamblea. Sección 1. De la Comisión de Gobierno. Sección 2. De la Diputación Perma-
nente. Título tercero. Del procedimiento legislativo en la Asamblea. Capítulo I. Del proce-
dimiento legislativo. Sección 1. De las iniciativas. Sección 2. Del orden del día. Sección 3. 
De las sesiones. Sección 4. De los debates. Sección 5. De las votaciones. Sección 6. De la 
expedición de las leyes. Sección 7. Del Diario de Debates. Capítulo II. De las comparecencias 
de servidores publicos. Capítulo III. Servicios de los diputados a la ciudadanía. Sección 1. 
De la gestión social. Sección 2. De la consulta pública. Sección 3. La audiencia pública.
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Transcurrido ese tiempo, el presidente de la Mesa haría la excitativa 
correspondiente a la comisión para que emitiera el dictamen; si pasados 
cinco días a partir de la excitativa no se hubiera emitido el dictamen, el 
presidente enviaría la iniciativa a la Comisión de Estudios Legislativos y 
Prácticas Parlamentarias para que elaborara el dictamen correspondiente 
en un plazo que en ningún caso podía ser menor a quince días naturales; 
pero la norma establecía que los diputados integrantes de la Comisión que 
no hubieran cumplido con los tiempos establecidos para la elaboración del 
dictamen serían sujetos de amonestación, previo a ser escuchados por la 
Mesa Directiva.

El dictamen de la Comisión tenía que presentarse firmado por sus 
miembros. Si alguno o algunos de los integrantes disientiera del dictamen, 
se haría la anotación en contra, junto con la firma respectiva. Los diputa-
dos, desde luego, podían formular los votos particulares que consideraran 
convenientes.

Toda resolución de la Asamblea tendría, como no podía ser de otra ma-
nera, el carácter de ley o decreto. Las leyes y decretos se comunicarían aho-
ra, bajo la Ley Orgánica de 1999, ya no al presidente de la República, sino 
al jefe de Gobierno del Distrito Federal, quien tenía la facultad de hacer ob-
servaciones y devolverlos dentro de diez días hábiles con esas observaciones, 
a no ser que, corriendo este término, hubiera la Asamblea cerrado o sus-
pendido sus sesiones, en cuyo caso la devolución debería hacerse el primer 
día hábil en que la Asamblea se reuniera. De no ser devuelto el documento 
en este plazo, se entendería aceptado, y se procedería a su promulgación. 
El decreto o ley devuelto con observaciones debería ser discutido de nuevo 
por la Asamblea.

Si las observaciones eran aceptadas o si fueran confirmadas por las dos 
terceras partes del número total de votos de los diputados presentes en la 
sesión, la ley o decreto se enviaría en los términos aprobados, para su pro-
mulgación, cuya fórmula sería la siguiente: “La Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal Decreta (texto de la ley o decreto)”. Desde luego, para su 
debida aplicación y observancia, las leyes y decretos debían ser publicados 
en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. Para su mayor difusión también se pu-
blicarían en el Diario Oficial de la Federación.

8. El “otro” procedimiento legislativo

En este contexto, conviene también recordar que la Asamble Legislativa 
del Distrito Federal tenía la facultad de presentar iniciativas de leyes o decre-
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tos en materias relativas al Distrito Federal, ante el Congreso de la Unión. 
Las iniciativas correspondientes podían ser presentadas por cualquier dipu-
tado o grupo de diputados. En caso de aprobarse el dictamen, la Asamblea 
decidiría, igualmente, ante cuál de las Cámaras del Congreso de la Unión 
debía presentarse; la remisión se hacía por conducto de la Mesa Directiva. 
También, las iniciativas de leyes o decretos aprobados por el Pleno se remiti-
rían al Congreso de la Unión, con los votos particulares, si los hubiere.

Correspondía a la comisión respectiva de la Asamblea que hubiera ela-
borado el dictamen, acudir ante la Cámara correspondiente, cuando ésta 
así lo solicitara, para explicar o fundamentar las iniciativas de leyes o decre-
tos en cuestión.

Las iniciativas dictaminadas y no aprobadas por el Pleno no se podían 
volver a presentar sino hasta el siguiente periodo ordinario de sesiones.

A tal efecto, la comisión elaboraría un nuevo dictamen, en el que debía 
tenerse en cuenta, si procedían, las observaciones hechas por los grupos par-
lamentarios o por los diputados.

9. Estructura administrativa

Para el mejor funcionamiento de las competencias encomendadas a la 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal, tanto la Ley Orgánica como el 
Reglamento para su gobierno interno establecieron las siguientes unidades 
administrativas: la Oficialía Mayor, la Tesorería, la Contraloría General, la 
Coordinación General de Comunicación Social y el Instituto de Investiga-
ciones Legislativas.

De estas dependencias, nos interesa resaltar la creación del Instituto 
de Investigaciones Legislativas, que constituye una innovación más de la 
Ley, y el Reglamento en el ámbito representativo y legislativo del Distri-
to Federal; pero ahora en la esfera del trabajo en apoyo a los diputados, 
el Reglamento lo concibió como un órgano administrativo de la Asam-
blea, el cual estaría a cargo de un director y del personal administrativo 
que requiera para el desempeño de sus funciones, entre las que se podían 
encontrar las siguientes: 1) realizar las investigaciones legislativas que le 
sean solicitadas por las comisiones de la Asamblea; 2) impartir cursos de 
capacitación en materias de técnica legislativa y prácticas parlamentarias; 
3) realizar estudios para el perfeccionamiento de las prácticas parlamenta-
rias de la Asamblea; 4) recopilar, ordenar y facilitar para su consulta, por 
parte del personal de la asamblea y del público en general, la información, 
documentación y bibliografía útil en materia legislativa relativa al Distrito 
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Federal, así como 5) establecer los mecanismos de colaboración y coor-
dinación con instituciones afines para el cumplimiento de sus objetivos.71

Como puede advertirse, la primera Ley Orgánica de la Asamblea Legis-
lativa del Distrito Federal dio sus respectivos pasos en el sentido de consoli-
dar a este órgano de representación, ya no sólo como tal, sino que incluso 
fue ampliando, a lo largo de su vida institucional, sus funciones legislativas, 
innovó en sus procedimientos y estructura, como fueron la creación de la 
Diputación Permanente y el Instituto de Investigaciones legislativas, por ci-
tar sólo un par de casos.

Lo cierto es que cada una de las leyes orgánicas y de los reglamentos 
para el gonierno interior de una y otra de las Asambleas —la de Repre-
sentantes y la Legislativa— fueron incorporando modificaciones, que des-
embocarían en la última de las leyes orgánicas de este órgano, y que fue la 
aprobada y publicada en 2002, la que constituyó, como veremos a conti-
nuación, el preámbulo para abrir las puertas al Congreso de la Ciudad de 
México.

II. La Ley Orgánica de 2002. El inicio 
del ocaso de la Asamblea Legislativa 

del Distrito Federal

1. Introducción

Como habíamos señalado, la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal de 1999 fue sustituida por una ley de la misma escala nor-
mativa publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal del 19 de diciembre 
de 2002, que tuvo una larga data, y que fue ampliamente reformada para 
dar cabida a las transformaciones que iba experimentando la Asamblea. Es 
correcto decir que se trató de la última ley que organizó a la Asamblea Legis-
lativa. Esta Ley, que se publicó en esa fecha, se integró, en su versión original, 
por 105 artículos y 7 transitorios, y terminó, en 2018, siendo una ley de 128 
artículos y 5 transitorios, porque dos de éstos fueron derogados.

71		  En 1999, los requisitos para ser director de dicho Instituto eran: I. Tener licenciatura 
o estudios de posgrado en derecho; II. Demostrar experiencia en materia jurídica o legisla-
tiva o en alguna rama de las ciencias sociales; III. No ser cónyuge o pariente consanguíneo 
hasta el cuarto grado, por afinidad o civil de cualquiera de los diputados integrantes de la 
Asamblea, ni tener relaciones profesionales, laborales o de negocios con alguno de ellos, ni 
ser socio de sociedades en los que alguno de los diputados forme o haya formado parte. IV. 
No haber sido condenado por delito doloso, cualquiera que haya sido la pena.
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Se trató de una ley que en sus dieciséis años de vida experimentó am-
plias reformas, que se vieron reflejadas en más de cincuenta decretos. Dos 
fueron la reformas que alteraron el articulado de la Ley, porque importaron 
la incorporación de títulos adicionales en la misma, y se sucedieron en los 
años 2014 y 2015. La primera de estas reformas estuvo relacionada con 
la ordenación de las unidades administrativas y para dar cabida al Canal 
Televisivo de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y el consecuente 
nombramiento del director general del canal de Televisión, así como a la 
difusión e información de las actividades de la Asamblea Legislativa. En el 
año siguiente, se estableció el reconocimiento a los funcionarios públicos de 
la Ciudad, y se creó el premio de la Administración Pública de la Ciudad 
de México.

2. Visión panorámica de la transformación 
de la última Ley Orgánica de la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal

En este apartado haremos un análisis general de la que sería la última 
ley que reguló a la Asamblea Legislativa de la capital del país. Destaca-
mos las reformas que consideramos más significativas del periodo de 2002 
a 2018, para señalar en el siguiente apartado las aportaciones legislativas 
de esta Asamblea o, lo que podríamos llamar, la memoria legislativa de la 
Asamblea.

En el cuadro siguiente puede observarse cómo las diversas reformas 
cambiaron la fisonomía de dicha Ley, algo así como un antes y un después 
de esta; o, si se prefiere, cómo fue en sus inicios la Ley Orgánica y cómo 
terminó. Consideramos que una visión general de la naturaleza compara-
tiva que se presenta a continuación puede dar una idea de los cambios que 
experimentó este texto normativo.

Versión original 2002 Versión 2018

Título primero
Disposiciones generales

Título primero
Disposiciones generales

Capítulo único
Disposiciones generales

Capítulo único
Disposiciones generales

Título segundo
De su naturaleza y atribuciones

Título segundo
De su naturaleza y atribuciones
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Capítulo I 
De la naturaleza e integración de la 
Asamblea

Capítulo I 
De la naturaleza e integración de la Asamblea

Capítulo II 
De las atribuciones de la Asamblea

Capítulo II 
De las atribuciones de la Asamblea 

Capítulo III 
Del Estatuto de los Diputados 

Capítulo III 
Del Estatuto de los Diputados 

Título tercero 
De la organización y funcionamiento 
de la Asamblea Legislativa

Título tercero 
De la organización y funcionamiento de la 
Asamblea Legislativa

Capítulo I 
De la instalación de la Asamblea

Capítulo I 
De la instalación de la Asamblea 

Capítulo II 
De la Mesa Directiva 

Capítulo II 
De la Mesa Directiva 

Capítulo III 
De la Comisión de Gobierno 

Capítulo III 
De la Comisión de Gobierno 

Capítulo IV  
De la Diputación Permanente 

Capítulo IV  
De la Diputación Permanente

Capítulo V  
De las comisiones 

Capítulo V  
De las comisiones

Capítulo VI 
De los comités

Capítulo VI
De las Comisiones Especiales, de Investigación 
y de la Comisión Jurisdiccional
Sección primera 
De las comisiones de investigación

Sección segunda 
De las comisiones especiales

Sección tercera 
De la Comisión Jurisdiccional 

Capítulo VII 
De las unidades administrativas 

Capítulo VII 
De los comités
(Reforma publicada en la Gaceta Oficial del Dis-
trito Federal del 18 de mayo de 2016) 

Capítulo VIII 
De los grupos parlamentarios

Capítulo VIII
De las unidades administrativas y del Canal 
Televisivo de la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal
(Reforma publicada en la Gaceta Oficial del Dis-
trito Federal del 15 de mayo de 2014) 

Capítulo IX 
De los grupos parlamentarios
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Capítulo X 
Del Archivo Histórico de la Asamblea Legis-
lativa 

Capítulo XI 
Del Servicio Parlamentario de Carrera de la 
Asamblea Legislativa 

Título IV (sic) 
Del procedimiento legislativo 

Título IV  
Del procedimiento legislativo 

Capítulo único 
Del procedimiento legislativo

Capítulo único 
Del procedimiento legislativo

Título quinto 
De los procedimientos de aprobación y 
ratificación 

Título quinto 
De los procedimientos de aprobación y 
ratificación 

Capítulo I 
Del nombramiento del jefe de gobierno 
sustituto 

Capítulo I 
Del nombramiento del jefe de Gobierno sus-
tituto 

Capítulo II 
De las aprobaciones y ratificaciones de 
los magistrados 

Capítulo II 
De las aprobaciones y ratificaciones de los 
magistrados 

Capítulo III 
Del nombramiento del presidente y 
de los consejeros de la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal 

Capítulo III 
Del nombramiento del presidente y de los con-
sejeros de la Comisión de Derechos Humanos 
del Distrito Federal 

Capítulo IV 
Del nombramiento del director general del 
Canal de Televisión de la Asamblea Legislativa
(Reforma publicada en la Gaceta Oficial del Dis-
trito Federal del 15 de mayo de 2014)

Título sexto 
De la difusión e información de las actividades 
de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal
(Reforma publicada en la Gaceta Oficial del Dis-
trito Federal del 15 de mayo de 2014)

Capítulo único 
Del Canal Televisivo de la Asamblea Legisla-
tiva del Distrito Federal 

Título séptimo 
Del reconocimiento a los funcionario públicos 
de la Ciudad de México
(Reforma publicada en la Gaceta Oficial del Dis-
trito Federal del 21 de mayo de 2015)

Capítulo único  
Del Premio de la Administración Pública de la 
Ciudad de México
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Antes de avanzar en el tema, es pertinente hacer una precisión en el 
sentido de que en este lapso el Distrito Federal cambió de nombre por el de 
Ciudad de México en virtud de la reforma constitucional publicada en el 
Diario Oficial de la Federación del 29 de enero de 2016, y que entró en vigor el 5 
de febrero de ese mismo año, durante la presidencia de Enrique Peña Nieto. 
Por ello, previo a esa fecha aludiremos al Distrito Federal, y posteriormente 
nuestra referencia será a la Ciudad de México.

Preciso es señalar, también, que para 2002, el marco normativo de apli-
cación a las funciones de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal estaba 
integrado, en su círculo más cercano, por el Estatuto de Gobierno del Dis-
trito Federal, la Ley Orgánica y el Reglamento para su Gobierno Interior 
de 2003.

En la Ley Orgánica que aquí comentamos se seguía reconociendo a 
la Asamblea como el órgano local de gobierno del Distrito Federal, al que 
le correspondía la función legislativa, pero todavía en las materias que la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le otorgaba; dicho 
órgano se seguía integrando, como hasta hoy, por 66 legisladores, y se reno-
vaba cada tres años.

Como resulta evidente, en el ámbito de sus competencias fue donde la 
Asamblea sufrió más cambios; el artículo 10, que las reguló, fue incorporan-
do, mediante reformas y modificaciones, diversas fracciones hasta llegar a 
un total de cuarenta. Desde luego, la Asamblea Legisaltiva seguía teniendo 
facultades para legislar en el ámbito local, en las materias que le señalan la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Estatuto de Go-
bierno del Distrito Federal, así como presentar iniciativas de leyes o decretos 
en materias relativas al Distrito Federal ante el Congreso de la Unión. Tam-
bién, para examinar, discutir y aprobar anualmente a más tardar el día 20 
de diciembre de cada año la Ley de Ingresos, el Presupuesto de Egresos y, 
en su caso, las reformas, modificaciones, adiciones y derogaciones al Código 
Fiscal y a la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente, todos del Distrito Fede-
ral, así como formular observaciones al Programa General de Desarrollo 
del Distrito Federal, que ya para entonces le remitía el jefe de Gobierno del 
Distrito Federal para su examen y opinión.

En 2014 se reformó la fracción VI de dicho precepto para darle a la 
Asamblea poderes más amplios en cuanto a la fiscalización de las finanzas 
locales, teniendo competencia en la revisión de la cuenta pública del año an-
terior que le enviara el jefe de Gobierno del Distrito Federal; con tal fin, con-
taría con un órgano técnico denominado Auditoría Superior de la Ciudad 
de México, que se regía por la Ley de Fiscalización Superior de la Ciudad de 
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México y su Reglamento Interior, y dependía, en su funcionamiento, de la 
Comisión de Vigilancia de la Auditoría Superior de la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal.72

En ese mismo año, y en el mismo decreto de reformas de junio de 2014, 
se reformó la fracción XIX del artículo de la Ley que venimos comentado, 
con el fin de autorizar a la Asamblea para recibir y analizar los informes 
trimestrales que le enviaba el jefe de Gobierno del Distrito Federal, relativos 
a la ejecución y cumplimiento de los presupuestos y programas aprobados. 
Estos informes deberían ser recibidos dentro de los cuarenta y cinco días 
siguientes a la fecha de corte del periodo respectivo. Los resultados de dicho 
análisis eran considerados para la revisión de la cuenta pública, que corría 
a cargo de la Auditoría Superior de la Ciudad de México.

Previo a las anteriores reformas, de junio 2014, se reformó, en el mes 
de enero, la fracción XXIII del artículo 10 para otorgar la distinción en las 
Ciencias y Artes a los ciudadanos que se hayan distinguido en estas catego-
rías. En mayo de ese año se modificaron las fracciones XV y XXXV, con la 
finalidad de que la Asamblea pudiera nombrar a los titulares de la Oficialía 
Mayor, la Tesorería General, la Contraloría General, la Coordinación Ge-
neral de Comunicación Social y los directores del Instituto de Investigacio-
nes Legislativas y de la Unidad de Estudios de Finanzas Públicas, así como 
a los titulares de la Coordinación de Servicios Parlamentarios y al del Canal 
de Televisivo de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, así como re-
mover a los comisionados ciudadanos del Instituto de Acceso a la Informa-
ción Pública del Distrito Federal.

Como hemos señalado, en abril de 2015 se creó, en la fracción XXXVI, 
el órgano técnico denominado Canal Televisivo de la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal, en concordancia con lo establecido por el artículo 10o. 
transitorio de la reforma constitucional en materia de telecomunicaciones, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013.73

La facultad de designar o remover al titular de la Auditoría Superior de 
la Ciudad de México y al titular de la Contraloría General se concretó en la 
fracción XIV el 30 de abril de ese mismo año.

72		  Comisión que también se crea mediante reforma de junio de 2014 al artículo 60 de la 
Ley Orgánica que regula los tipos de comisiones.

73		  En ese mismo decreto por la vía de la fracción XXXVII, la Asamblea podía otorgar la 
Medalla a las Defensoras y Defensores de Derechos Humanos en reconocimiento a personas, 
organizaciones no gubernamentales e instituciones públicas o privadas que hayan destacado 
en su labor de promoción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos, en los tér-
minos del Reglamento para el Gobierno Interior y del procedimiento que al efecto establecía 
la Comisión de Derechos Humanos de esta Asamblea Legislativa del Distrito Federal.
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En 201774 se reformó nuevamente el artículo 10, en su fracción XVIII, 
que reguló las facultades de la Asamblea para recibir, durante el segundo 
periodo de sesiones ordinarias, y con presencia ante su Pleno, los informes 
por escrito de resultados anuales de las acciones de: a) el procurador general 
de Justicia del Distrito Federal; b) el servidor público que tenga a su cargo 
el mando directo de la fuerza pública en el Distrito Federal; c) el presidente 
de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal; y, desde enton-
ces, del titular de la Secretaría de la Contraloría General de la Ciudad de 
México.75

Así como designar o, en su caso, ratificar por las dos terceras partes de 
los integrantes presentes del Pleno, en un plazo no mayor de treinta días 
naturales a su recepción, a propuesta en terna de la o el jefe de Gobierno de 
la Ciudad de México, el nombramiento de la persona titular de la Secreta-
ría de la Contraloría General de la Ciudad de México, quien duraría en su 
encargo siete años, con la posibilidad de ser ratificada por un periodo igual.

En caso de no contar con la votación requerida para su designación o, 
en su caso, ratificación, la o el jefe de Gobierno, en un periodo de diez días 
naturales, tenía que enviar una nueva propuesta, en terna, a la Asamblea 
Legislativa, la cual debería someterse al Pleno, dentro de los diez días na-
turales a su presentación en sus términos. De no aprobarse la propuesta, el 
Ejecutivo haría la designación de manera directa.

Una vez aprobada la propuesta, o en su caso la ratificación, la Asamblea 
Legislativa tomaría la protesta de ley. Este mismo procedimiento se aplica-
ría para el caso del nombramiento de los titulares de las tres subsecretarías 
adscritas a la Secretaría de la Contraloría General de la Ciudad de México 
(fracción XXXVIII).

También se ampliaron las facultades de la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal para ratificar a las personas titulares de los órganos internos de 
control de todas las dependencias, órganos, organismos e instituciones de la 
administración pública de la Ciudad de México y comisarios, propuestos por 

74		  Un año antes, en 2016, se adicionó la fracción XXVI bis para que la Asamblea otorga-
ra la medalla al Mérito por la Igualdad y la No Discriminación, en reconocimiento a quienes 
se hayan distinguido por su trabajo a favor del respeto a la dignidad humana, los derechos 
fundamentales de las personas, la equidad de género, y la no discriminación a los grupos 
vulnerables del Distrito Federal. Asimismo, se adicionó el párrafo segundo a la fracción XXX-
VII. La Asamblea Legislativa tiene la atribución de Otorgar la Medalla al Mérito Periodístico 
“Miguel Ángel Granados Chapa” en reconocimiento a los profesionales de la comunicación 
de medios escritos y electrónicos de la Ciudad de México.

75		  Nótese aquí cómo coexisten los términos Distrito Federal y Ciudad de México, 
después de la reforma de 2015.
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el Poder Ejecutivo a través del titular de la Secretaría de la Contraloría Ge-
neral de la Ciudad de México.

En este contexto, también tenía que nombrar a las personas titulares 
de los órganos internos de control de los órganos autónomos de la Ciudad de 
México, de conformidad con la legislación aplicable de la materia y consi-
derando el sistema de profesionalización establecido para ello.76

3. Competencias en el ámbito de la administración pública

En el ámbito de la administración pública del Distrito Federal, era 
competencia de la Asamblea Legislativa atender las peticiones y quejas 
que formularan los habitantes del Distrito Federal respecto del cumpli-
miento de las obligaciones en materia administrativa, de obras y servicios 
a las dependencias, órganos desconcentrados y entidades, así como dirigir, a 
través de la Mesa Directiva, mediante acuerdo del Pleno o por conducto 
de la Comisión de Gobierno, peticiones y recomendaciones a las autori-
dades locales competentes tendentes a satisfacer los derechos e intereses 
legítimos de los habitantes del Distrito Federal y a mejorar la utilización y 
aplicación de los recursos disponibles; también le correspondía participar, 
conjuntamente con las autoridades competentes, en el establecimiento, 
modificación y reordenación de la división territorial del Distrito Federal y 
formular políticas públicas y programas de desarrollo, procurando conci-
liar la diversidad de intereses.

Desde luego, era de su competencia expedir las leyes y evaluar los pro-
gramas que establecieran los instrumentos de dirección, coordinación, 
desconcentración o descentralización que permitieran aproximar la 
actuación de la administración pública a los habitantes, así como supervisar 

76		  La reforma de ese año señaló que todo proceso de ratificación, designación y selección 
de las personas servidoras públicas que integran el Sistema Anticorrupción de la Ciudad de 
México, deberá ser difundido en el Portal de Internet de la Asamblea Legislativa. De igual 
forma, se debía publicar toda la información relacionada con el proceso, tales como dic-
támenes, calendario de reuniones con fecha, lugar y orden del día, versiones estenografías 
y/o videograbaciones de las reuniones, documentos técnicos de apoyo, evaluación de los 
expedientes y méritos de las y los candidatos, así como una explicación sobre el desarrollo de 
cada una de las etapas.

En todos los casos se salvaguardarán los datos personales de acuerdo con las leyes en la 
materia. Asimismo, y con el propósito de fomentar el derecho a la participación ciudadana 
la o las comisiones dictaminadoras organizarán comparecencias publicas, para que las y los 
habitantes de la Ciudad de México puedan valorar y enterarse de los conocimientos técnicos, 
el plan de trabajo, la experiencia académica, el compromiso, la integridad e independencia 
política de cada candidata o candidato.
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y fiscalizar a la administración pública del Distrito Federal y solicitarle, para 
el mejor desempeño de sus funciones, la información y documentación que 
considerara necesaria y pertinente.

4. Memoria normativa de la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal

Tal vez, la estructura y el funcionamiento de la Asamblea Legislativa 
fue lo que menos cambió durante estos más de veinte años; por ello, más 
que hacer un análisis, que podría resultar repetitivo, dediquemos este apar-
tado a pasar revista a los temas de interés legislativo durante las siete legis-
laturas que se desarrollaron durante ese periodo.77

Como advertiamos supra, desde la llegada del ingeniero Cuauhtémoc 
Cárdenas Solórzano al gobierno del Distrito Federal, en 1997, y hasta el fi-
nal de la vida institucional de la Asamblea Legislativa, bajo los gobiernos de 
Miguel Ángel Mancera Espinosa y José Ramón Amieva Gálvez, los gobier-
nos y la representación mayoritaria de la Asamblea Legislativa emanaron 
del Partido de la Revolución Democrática.

Durante la I Legislatura, que comprendió los años de 1997 a 2000, 
periodo que abarca el gobierno de Cuauhtémoc Cárdenas —primer jefe 
electo mediante voto directo, libre y secreto, del Distrito Federal— y la sus-
titución de Rosario Robles, la Asamblea Legislativa se dispuso a discutir y 
aprobar normas que, especialmente, se dedicaron a regular a las autorida-
des del Distrito Federal. En consecuencia, la novedosa llegada al gobierno 
capitalino exigía expedir la Ley Orgánica de la Administración Pública y, 
a su vez, una Ley de Obras Públicas del Distrito Federal, que vieron la luz 
en 1998.

Dos años después —en los meses de marzo, abril y mayo, respectiva-
mente— la Asamblea Legislativa del Distrito Federal expediría para el ám-
bito de la capital de la República la Ley de Vivienda, la Ley de Salvaguarda 
del Patrimonio Urbanístico Arquitectónico y la Ley de Desarrollo Social del 
Distrito Federal. Las anteriores y éstas fueron las primeras cinco normas 
que aprobó este órgano de representación política.

Por virtud de las reforma al artículo 122 de la Constitución mexicana, 
de 1996, se amplió el periodo para ejercer el cargo de jefe de Gobierno, de 

77		  Las leyes que aquí se refieren pueden consultarse en el sitio web del Congreso de la 
Ciudad de México, y hasta la V Legislatura puede verse el Documento de Trabajo elaborado 
por el Instituto de Investigaciones Parlamentarias: “Contribuciones parlamentarias de las sie-
te legislaturas del Distrito Federal al nuevo marco político de la Ciudad de México”, s. p. i.
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tres a seis años; a partir de entonces, los titulares del gobierno de la capital 
coexistirían con dos legislaturas, ya que éstas se renovarían cada trienio. El 
primero en experimentar esa ampliación del periodo al frente del gobierno 
capitalino fue Andrés Manuel López Obrador, a la postre presidente de la 
República, de 2018 a 2024, tras dos intentos fallidos, quien, a su vez, coexis-
tiría con el gobierno federal panista de Vicente Fox Quesada. Así iniciaba 
México y su capital el nuevo milenio.

Por lo anterior, la II y la III Legislaturas de la Asamblea Legislativa se 
desarrollarían durante el periodo de 2000 a 2006. Durante el primer trie-
nio, otras leyes orgánicas necesarias e importantes para el funcionamiento 
institucional de órganos indispensables para la capital se publicaron en la 
Gaceta Oficial del Distrito Federal, a saber: la Ley Orgánica de la Procuraduría 
Ambiental y del Ordenamiento Territorial y la Ley Orgánica de la Asam-
blea Legislativa; no obstante que este órgano llevaba ya por lo menos una 
legislatura trabajando, lo hacía con reglas “híbridas”, de la antigua Asam-
blea de Representantes y de normas aplicables a la Cámara de Diputados 
federal. Adicionalmente, se aprobarían en dicho periodo la Ley de Protec-
ción a los Animales y la Ley de Atención y Apoyo a las Víctimas del Delito, 
todas, desde luego, para el Distrito Federal.

Durante el trienio de 2003 a 2006, correspondiente a la III Legislatura, 
no todo sería el desafuero de Andrés Manuel López Obrador y su histórica 
comparecencia ante la Cámara de Diputados el 7 de abril de 2005. En agos-
to de ese mismo año, Alejandro Encinas asumiría la jefatura de Gobierno 
como sustituto, ya que López Obrador se presentaría como candidato del 
PRD a la presidencia de la República. En este lapso, la Asamblea Legisla-
tiva discutiría y aprobaría cuatro leyes muy relevantes para la capital del 
país; en orden a su importancia, desde nuestra perspectiva, las abordaremos 
como sigue: la primera de ellas: la Ley que Establece el Derecho a la Pen-
sión Alimentaria para los Adultos Mayores de sesenta y ocho años, residen-
tes en el Distrito Federal, de 2003, una norma muy significativa dentro de 
los programas sociales del jefe capitalino.

La otra norma de importancia, a nuestro juicio, fue la Ley de la Uni-
versidad Autónoma de la Ciudad de México, que culminó un largo camino 
emprendido en 2001, año en el que se fundó la Universidad de la Ciudad 
de México, como un órgano prácticamente desconcentrado de la entonces 
Secretaría de Desarrollo Social, y que se encontraba regulada en la Ley Or-
gánica de la Admnistración Pública del Distrito Federal. Con la aprobación 
de esta Ley, en 2005, la Asamblea Legislativa le otorgó autonomía a dicha 
Universidad, como procede con toda institución de esta naturaleza.
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En el inter de estas dos leyes, en 2004, encontramos, también, dos nor-
mas de suma importancia para la capital del país en ese momento de ex-
pansión de los derechos a la ciudanía; la primera: la Ley de Participación 
Ciudadana, y la segunda, la Ley de Cultura Cívica.

Tras el convulso final del sexenio de López Obrador al frente del go-
bierno de la capital de la República, el proceso electoral de 2006 llevaría a 
la Jefatura de Gobierno del Distrito Federal, a otro perredista, a Marcelo 
Ebrard Casaubón, que duraría en el gobierno hasta 2012.

Durante la IV y la V Legislaturas se aprobarían doce leyes, cuatro de 
las cuales tienen, a nuestro juicio, una importancia especial; la primera, 
públicada en 2006 bajo el título de Ley de Sociedad en Convivencia; la se-
gunda: Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; la ter-
cera: la Ley de Voluntad Anticipada, y, finalmente, se aprobará la Ley que 
Establece el Derecho a Recibir un Apoyo Alimentario a las Madres Solas 
de Escasos Recursos; estas tres leyes fueron publicadas durante 2008. Las 
ateriores cuatro normas generales constituían reclamos muy sentidos de 
una gran urbe que aspiraba, en ese momento, a una ampliación real de los 
derechos ciudadanos. En ese mismo año, la IV Legislatura de la Asamblea 
Legislativa aprobaría la Ley de Desarrollo Metropolitano, la Ley de Justiti-
ca Alternativa del Tribunal Superior de Justicia y la Ley de Protección de 
Datos Personales.

La docena de normas aprobadas durante el sexenio de Ebrard se com-
pletarían con las cinco leyes publicadas en la Gaceta Oficial del Distrito Federal 
durante la V Legislatura de la Asamblea Legislativa, correspodiente a los 
años 2009 a 2012, a saber: la Ley de Seguridad Alimentaria y Nutricional, 
de 2009, la Ley de Trurismo y la Ley de Desarrollo Urbano, publicadas am-
bas en 2010. Por último, esta legislatura aprobó, en los primeros dos meses 
de 2011, la Ley de Establecimientos Mercantiles y la Ley de la Procuraduría 
Social.

Con la objetividad que da la distancia, podemos afirmar que el trabajo 
de la Asamblea Legislativa durante las legislaturas III, IV y V —a última del 
sexenio de López Obrador y las dos correspondientes al sexenio de Ebrard 
Casaubón— aprobaron normas que se focalizaron en sectores vulnerables, 
como los adultos mayores, mujeres solas, y, en otro contexto, algunas de las 
disposiciones aprobadas fueron de avanzada en el ámbito del reconocimien-
to de derecho a sectores de la sociedad capitalina hasta entonces ignorados.

Las últimas dos legislaturas —VI y VII— se correspondieron con la úl-
tima administración perredista de 2012 a 2018, que encabezó Miguel Ángel 
Mancera Espinosa, quien también fue reemplazado en la recta final de su 
gobierno, en 2018, por José Ramón Amieva Gálvez, primero en calidad de 



93EL CONGRESO DE LA CIUDAD DE MÉXICO

encargado de despacho y después como jefe de Gobierno sustituto. Duran-
te los primeros tres años que van de 2012 a 2015, y que comprenden la VI 
Legislatura, se aprobaron, durante 2013, las siguientes normas: Ley para la 
Prevención, Tratamiento y Control de la Diabetes en el Distrito Federal; Ley 
de Atención Integral para el Desarrollo de las Niñas y Niños en Primera In-
fancia en el Distrito Federal; Ley de Atención Prioritaria para las Personas 
con Discapacidad y en Situación de Vulnerabilidad en la Ciudad de México.

A lo largo de 2014, las disposiciones aprobadas fueron: la Ley de Protec-
ción, Atención y Asistencia a las Víctimas de los Delitos en Materia de Trata 
de Personas; la Ley de Movilidad de la Ciudad de México; la Ley de Fisca-
lización Superior de la Ciudad de México; la Ley de Prevención Social del 
Delito y la Violencia para el Distrito Federal; la Ley de la Unidad de Cuenta 
de la Ciudad de México; la Ley de la Defensoría Pública del Distrito Federal.

En la recta final de la VI legislatura de la Asamblea Legislativa se apro-
baron las leyes siguientes: Ley de Cuidados Alternativos para las Niñas, Ni-
ños y Adolescentes; Ley para la Protección Integral de Personas Defensoras 
de Derechos Humanos y Periodistas del Distrito Federal; Ley de los Dere-
chos de las Personas Jóvenes de la Ciudad de México; Ley de Mejoramiento 
Barrial y Comunitario del Distrito Federal; Ley de los Derechos de Niñas, 
Niños y Adolescentes de la Ciudad de México.

Llegados aquí, hemos conocido las principales leyes que aprobó la 
Asamblea Legislativa hasta 2015, esto es, las disposiciones que correspondió 
aprobar la VI Legislatura. Un año después, en 2016, se volvió a reformar 
la Constitución mexicana en materia de reforma política de la Ciudad de 
México, como veremos en el capítulo siguiente.

Corresponderá expedir a la VII, y última Legislatura, de la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal, diversas leyes; algunas de éstas, en el marco de la 
Constitución de la Ciudad de México —que entró en vigor en septiembre de 
2018—. Así pues, bajo las siglas de la VII Legislatura de la Asamblea Legisla-
tiva del Distrito Federal, se aprobaron las normas siguientes: Ley de Transpa-
rencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de Cuentas de la Ciudad 
de México; Ley de Bebé Seguro de la Ciudad de México, en 2016.

Durante el segundo año de la VII Legislatura, esto es 2017,78 se aproba-
ron las disposiciones siguientes: Ley para la Donación Altruista de Alimen-
tos de la Ciudad de México; Ley de Vivienda para la Ciudad de México; 
Ley de Comedores Sociales de la Ciudad de México; Ley Procesal Electoral 

78		  Durante esta Legislatura también se aprobó la Ley para la Atención Integral de las 
Personas con Síndrome de Down de la Cuidad de México, el 19 de septiembre de 2017. 
Aunque la misma fue publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México hasta el 5 de marzo 
de 2019.
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de la Ciudad de México; Ley de Responsabilidades Administrativas de la 
Ciudad de México; Ley de Auditoría y Control Interno de la Administra-
ción Pública de la Ciudad de México; Ley de Justicia Administrativa de la 
Ciudad de México; Ley de Atención y Apoyo a Víctimas Directas e Indi-
rectas del Delito de Secuestro en la Ciudad de México; Ley para Prevenir, 
Eliminar y Sancionar la Desaparición Forzada de Personas y la Desapari-
ción por Particulares en la Ciudad de México; Ley Orgánica de la Escuela 
de Administración Pública de la Ciudad de México; Ley de Sociedad de 
Convivencia para la Ciudad de México; Ley Orgánica de la Fiscalía Espe-
cializada en Combate a la Corrupción de la Ciudad de México; Ley que Es-
tablece el Derecho a Recibir Información para la Prevención de Enferme-
dades Bucodentales, además de un paquete de salud bucodental por ciclo 
escolar para todos los alumnos residentes e inscritos en escuelas públicas de 
los niveles preescolar y primaria, en la Ciudad de México; Ley de Aparatos 
Auditivos Gratuitos en la Ciudad de México; Ley de Cunas de la Ciudad de 
México; Ley de la Accesibilidad para la Ciudad de México.

En el ocaso de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, esto es, en 
el último año 2018, de la VII Legislatura, vieron la luz diversas normas, al-
gunas de las cuales fueron promulgadas y publicadas por José Ramón Amie-
va Gálvez, quien entregó el gobierno de la Ciudad de México a Claudia 
Sheinbaum, en diciembre de ese mismo año. Dichas normas fueron: Ley de 
los Derechos Culturales de los Habitantes y Visitantes de la Ciudad de Mé-
xico; Ley del Sistema de Alerta Social de la Ciudad de México; Ley de Pro-
tección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados de la Ciudad 
de México; Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de México; Ley de 
la Sala Constitucional del Poder Judicial de la Ciudad de México; Ley Orgá-
nica de Alcaldías de la Ciudad de México; Ley que Extingue la Pretensión 
Punitiva y la Potestad de Ejercer Penas y Medidas de Seguridad contra todas 
Aquellas Ciudadanas y Ciudadanos a quienes se le imputaron delitos duran-
te la celebración de manifestaciones en la Ciudad de México; Ley del Nota-
riado para la Ciudad de México; Ley Registral para la Ciudad de México.

Las anteriores fueron las últimas disposiciones que se trabajaron en las 
comisiones de la Asamblea Legislativa, que se discutieron y aprobaron en 
su Pleno y que se promulgaron y publicaron en la Gaceta Oficial de la Ciudad 
de México. El 17 de septiembre de 2018 se constituiría el primer Congreso 
de la Ciudad de México, cuya primera legislatura trabajaría desde esa fecha 
hasta el 31 de agosto de 2021, y que analizaremos en el capítulo siguiente. 
Con ello se concluirían las páginas de la vida institucional de la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal.




